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    PRESENTACIÓN


    ESTE LIBRO FORMA PARTE DE UNA COLECCIÓN DE 16 VOLÚMENES en los cuales se analizan los grandes problemas de México al comenzar el siglo XXI y se sugieren algunas ideas acerca de las tendencias de su desarrollo en el futuro cercano. La realización de este proyecto ha sido posible gracias a la colaboración de un grupo de investigadores, quienes con su experiencia académica enriquecen el conocimiento en torno a la situación actual de nuestro país. Los temas que se abordan son: población, desarrollo urbano y regional, migraciones internacionales, medio ambiente, desigualdad social, movimientos sociales, educación, relaciones de género, economía, relaciones internacionales, políticas públicas, instituciones y procesos políticos, seguridad nacional y seguridad interior, y culturas e identidades. El Colegio de México continúa así su tradición de publicar obras colectivas y multidisciplinarias para comprender mejor la sociedad mexicana y los problemas que enfrenta hoy día. Ésta es nuestra manera de participar, desde el ámbito académico, en la conmemoración del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Agradecemos a la Secretaría de Educación Pública el apoyo para la realización de este proyecto.

  


  
    INTRODUCCIÓN GENERAL


    LA CONMEMORACIÓN DEL CENTENARIO DE LA REVOLUCIÓN MEXICANA coincide con el cierre de una década de gobiernos encabezados por fuerzas que en el pasado estuvieron identificadas con la contrarrevolución y que llegaron al poder gracias a un largo proceso de construcción de instituciones democráticas, las cuales se impusieron al arreglo autoritario, que fue el sello de la post-Revolución. En los primeros años del siglo XXI se afianzaron las reformas democratizadoras que gradualmente permitieron superar el autoritarismo que gobernó el país durante buena parte del siglo anterior. Este proceso fue a veces lento hasta la exasperación, estuvo plagado de tropiezos y no son pocos los legados del régimen autoritario, estrechamente identificado con la hegemonía del Partido Revolucionario Institucional (PRI) que persisten a pesar de los cambios, y son todavía más las interrogantes que plantea el futuro.


    La transformación del sistema político es incontestable: la presencia estatal en la sociedad ha disminuido, el mercado internacional de bienes y de capitales es visto como un agente central del crecimiento económico, la competencia por el poder se lleva a cabo en el marco de un régimen de partidos plural, los partidos son los principales protagonistas de la vida pública, se han formado electorados y grupos activos de ciudadanos que defienden sus derechos, se han transformado las identidades sociales, se han generado nuevos equilibrios entre los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los estados han recuperado soberanía frente al gobierno federal, la opinión pública es un factor real de poder y la diversidad social es vista como una fuente de riqueza antes que como una amenaza a la estabilidad de las instituciones.


    En respuesta a la crisis del modelo económico del último tercio del siglo pasado, las élites gubernamentales se propusieron instalar una nueva fórmula para el crecimiento de la economía, que abandonaba las premisas del pasado para mirar hacia el exterior y fincar el mercado como eje de organización de la actividad económica. En este contexto, la dinámica política evolucionó hacia un sistema de competencia abierta, plural y efectiva por el poder, amplia e intensa, que obligó al diseño de nuevas instituciones y reglas. Su objetivo era responder a las demandas de participación y de representación de la pluralidad política de la sociedad, dentro de un marco amplio de estabilidad. De manera que la historia de los últimos veinte años del siglo XX y la primera década del siglo XXI estuvo dominada por los esfuerzos de creación de nuevas instituciones económicas y políticas, que impulsaran procesos más eficientes y, también, más democráticos.


    El propósito de este volumen es registrar algunos de los cambios más significativos que experimentaron instituciones y procesos, que nos permiten hablar de un nuevo sistema político y también identificar algunos de sus problemas. Dos acontecimientos originaron estas transformaciones: primero, la severa crisis económica que se declaró en 1982, provocada por el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones y, luego, la aparición en el seno de la opinión pública de fracturas que modificaron el espectro político-ideológico mexicano y dieron forma a un régimen pluripartidista.


    El cambio en México no fue consecuencia de un colapso institucional, sino que fue gradual, de manera que existe cierta dificultad para identificar un momento de ruptura con el orden anterior. Al respecto, es de subrayar que el cambio ocurrió en el marco de la Constitución vigente desde 1917 y conforme a reglas que fueron modificadas en forma paulatina. Esta continuidad proyecta el espejismo de la permanencia; no obstante, enmascara una profunda transformación, una de cuyas expresiones más sobresalientes fue el desmantelamiento de la hegemonía del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y la construcción del pluripartidismo a partir de nuevas reglas, diseñadas con base en negociaciones entre diferentes actores políticos, incluidas las élites del régimen autoritario.


    Como el lector verá en este volumen, a lo largo de tres décadas el orden constitucional ha sido objeto de reformas importantes, de suerte que las mismas instituciones operan con reglas distintas y los principales protagonistas de la vida pública se ajustan a las nuevas reglas del juego democrático, aun cuando no hayan adoptado plenamente sus valores. Sus exigencias —las de un régimen democrático— se han extendido desde las prácticas electorales hasta el ejercicio de la función pública, el reconocimiento de la diversidad social y la formación de una opinión pública “normal”, con los altibajos y la volatilidad propias de las sociedades democráticas o la legitimidad de la libre actuación de los medios.


    Naturalmente, se renovaron las élites políticas, pero uno de los fenómenos más notables detrás de estas transformaciones institucionales fue el surgimiento de nuevos actores: primero, el ciudadano, pero luego una miríada de organizaciones de interés particular, producto de un intenso proceso asociativo que se desarrolló al principio como un juego de suma cero entre la sociedad y el Estado: a mayor número de organizaciones autónomas menos Estado. Estos grupos demandaban el derecho a participar tanto en la competencia por el poder como en el diseño de las políticas gubernamentales. La opinión pública ha pasado a ser un factor real de poder cuya influencia se manifiesta en el comportamiento y en las decisiones de gobiernos, legisladores y hasta miembros del Poder Judicial. Todos estos fenómenos han transformado de manera esencial las instituciones políticas.


    Una de las primeras preguntas que plantea la experiencia mexicana se refiere al patrón del cambio. La intención del volumen que aquí se propone es explorar las diferencias entre los actores y los mecanismos que en el pasado protagonizaron la dinámica del autoritarismo y aquellos que impulsaron su transformación en los últimos 30 años. Éste no fue un proceso evolutivo espontáneo. El cambio institucional fue, en primer lugar, resultado de un juego entre élites del antiguo régimen y nuevas élites opositoras, las cuales también recibieron el impulso de la movilización de una gran diversidad de actores y de la transformación de la cultura política que absorbió los valores de la democracia que se impusieron en el mundo de finales del siglo XX.


    El volumen está dividido en dos partes: la primera analiza la evolución de las instituciones y de los actores políticos que participaron en la democratización mexicana; la segunda está dedicada a examinar la dinámica de la política en el México democratizado de principios del siglo XXI.


    La construcción de un Estado nacional fuerte fue el propósito de muchas generaciones de políticos mexicanos, en el largo periodo posrevolucionario. Este objetivo respondía a las amplias responsabilidades de transformación del país que la Constitución atribuye al Estado y que contribuyeron a proyectar la imagen de un Estado omnipresente y, en algunas coyunturas, omnipotente. Esas funciones fueron alteradas por las crisis económicas de las décadas de 1980 y 1990, así como por las necesarias reformas sucesivas que fueron adoptadas para responder a esas dificultades. Uno de los aspectos sobresalientes de la transformación de los últimos 30 años reside precisamente en el desplazamiento del Estado de las funciones centrales que por décadas ejerció para la promoción del desarrollo económico y la organización de la sociedad. Ahora, los partidos políticos y el mercado o poderosos grupos empresariales han asumido, respectivamente, estos papeles.


    Todos los autores de este volumen coinciden en que al Estado democratizado lo aqueja una debilidad que se expresa en fragmentación y ésta se impone a los procesos de decisión, pero también a las relaciones con la sociedad. Esta última es hoy en día más plural que en el pasado, pero ha conquistado esa condición al precio de grandes desacuerdos internos, de la confrontación con sus propias desigualdades, de inestabilidad y de incertidumbre.


    El capítulo de Soledad Loaeza aborda los temas de la debilidad del Estado y de sus relaciones con la sociedad, desde la perspectiva amplia tanto de las crisis como de las reformas del periodo. Parte de la idea de que, después de 1982, las élites gubernamentales emprendieron la reconstrucción del poder estatal, pero este objetivo implicaba un trabajo de desmantelamiento previo a la restructuración de los vínculos entre el Estado y las élites económicas, políticas y sociales, como de sus lazos con la sociedad. Después vendría la creación de nuevas instituciones y el desarrollo de los consecuentes procesos. Sin embargo, en opinión de la autora, la eficacia que mostraron las élites reformistas para desarmar el autoritarismo no es comparable con la lentitud y los obstáculos con los que se ha topado la reconstrucción de la autoridad estatal, que ella considera indispensable para el éxito de la experiencia democrática.


    La contribución de María del Carmen Pardo, por su parte, lleva la reflexión sobre el cambio en las funciones del Estado, que transita de la intervención en la economía y la regulación de las prácticas, al terreno del análisis empírico, con un estudio de cuatro agencias reguladoras. Su trabajo tiene la enorme virtud de mostrar cómo el diseño de nuevas instituciones se enfrenta a una serie de problemas prácticos heredados, por una parte, de los arreglos institucionales existentes y, por otra, de fallas en la concepción de las nuevas agencias estatales. Permite, así, tener un entendimiento cercano y preciso de los procesos de ajuste por los cuales atraviesa el Estado mexicano.


    Los partidos políticos desempeñaron un papel esencial en el proceso de cambio. Fueron los principales protagonistas de las negociaciones que llevaron a la modificación de las reglas de competencia electoral. A la vez que promovieron la transformación del sistema de partidos en un sistema más competitivo, aseguraron también la persistencia de una concepción de la función de las organizaciones partidistas que encuentra sus raíces en las reformas de 1946.


    Jean-François Prud’homme traza una genealogía del sistema moderno de partidos y resalta la peculiar mezcla de continuidad y cambio en su configuración. A pesar de logros destacables en la transformación de un sistema de partido predominante en un sistema plural y competitivo, la percepción que los ciudadanos tienen de los partidos tiende a ser negativa, percepción que puede ser en parte resultado de las dificultades de institucionalización a las cuales se enfrentan, cada una a su manera, las principales formaciones políticas.


    Los partidos no fueron los únicos actores que buscaron adaptarse a un nuevo contexto. Las relaciones entre las organizaciones empresariales y los sindicatos también se han transformado. Los rasgos más evidentes del corporativismo que moldeaba esas relaciones no han desaparecidos del todo, en algunos casos se han modificado, pero estas organizaciones también se han visto afectadas por la contracción del Estado y por el surgimiento y el fortalecimiento del sistema de partidos, que ofrece diferentes opciones y formas de vinculación. Este fenómeno se ve con claridad en las relaciones entre estos grupos y el Poder Legislativo cuyo papel en el proceso de decisiones de políticas de gobierno se ha ampliado de manera muy significativa. No queda claro cómo se efectúan en la actualidad los procesos de articulación y agregación de los intereses. Resulta fascinante para los estudiosos de la política analizar cómo ciertos rasgos del corporativismo han logrado no sólo sobrevivir, sino incluso adaptarse a las nuevas condiciones de la competencia política.


    Carlos Elizondo nos ayuda a entender cómo, en el campo de las decisiones asociadas a la conducción de la economía, los empresarios y los sindicatos ejercen su influencia sobre la toma de decisiones. A menudo, el ejercicio de esa influencia tiene por efecto vetar la adopción de reformas esenciales al crecimiento de la economía mexicana. La reflexión resulta en particular interesante en la medida en que establece una relación entre el cambio económico y el político. Muestra cómo el sistema político origina pocos incentivos para propiciar cambios de interés general y favorece la defensa de intereses particulares consolidados. Estas consideraciones llevan al tema más general de la vida asociativa y su contribución al fortalecimiento de la democracia.


    De manera particular, cabe interrogarse sobre las nuevas formas de asociación y el extraordinario surgimiento y la multiplicación de grupos de interés particular, que bajo la fórmula de organizaciones no gubernamentales, se han extendido por el país, profundizando el pluralismo, y que en ocasiones son un sostén para los partidos políticos y en otros casos, un obstáculo para su buen funcionamiento.


    Fernanda Somuano documenta ampliamente el crecimiento de las organizaciones de la sociedad civil durante las últimas décadas y llega a la conclusión de que la relación entre asociativismo y democracia es más compleja de lo que suponen muchos politólogos: altos grados de asociacionismo no llevan necesariamente a más democracia. Entre los desafíos a los cuales se enfrentan las organizaciones de la sociedad civil está la identificación con mayor eficacia de las oportunidades de participación en la implantación de las políticas y su propia profesionalización.


    No se puede tener una evaluación completa del proceso de cambio sin tomar en consideración el ascenso de la opinión pública que, a su vez, ha acarreado la creciente importancia de los medios de comunicación, tanto electrónicos como impresos, en el proceso político y cuya regulación, por parte del Estado, se ha visto subordinada a los intereses particulares tanto de los medios mismos, como de los partidos políticos que ven en ellos un vehículo irremplazable de acceso a la opinión pública y un agente de movilización política. Su capacidad de influencia ha logrado distorsionar el sentido de las campañas electorales y rige el comportamiento de los candidatos, el diseño de sus campañas y hasta los mensajes que transmiten durante la competencia por el poder.


    Es éste el tema que desarrolla Manuel Alejandro Guerrero en su capítulo sobre los medios de comunicación. Durante el periodo que nos interesa, la opinión pública ha sido objeto de un seguimiento cada vez más puntual y confiable. Es posible ahora documentar la evolución de los valores que alimentan la cultura política nacional. De la misma manera, la evolución de las tendencias electorales de los últimos años puede ser rastreada y existe cada vez más información acerca de las motivaciones de los electores. El desarrollo de las empresas encuestadoras y su instalación casi en el centro de la dinámica política las ha convertido en algo más que agencias de medición de reacciones y actitudes de la opinión pública, porque la importancia que le han atribuido los partidos y los gobiernos es tal que los encuestadores son en la actualidad formadores de opinión.


    A partir del estudio de dos coyunturas particulares del fin de la primera década del siglo XXI, Jorge Buendía indaga los mecanismos de formación de la opinión en una sociedad en la que el grado de información política es bajo. Llega a la conclusión de que la identidad partidista y la evaluación del desempeño del gobierno son los mejores predictores en la producción de opiniones políticas. Sobre todo, advierte que el nivel de consenso o de polarización en ellas tiende a reflejar posiciones adoptadas por los miembros de la élite política, situación que no deja de ser preocupante en una democracia, pues la influencia parece ejercerse más de arriba hacia abajo que de la sociedad hacia los tomadores de decisiones.


    La comprensión de la dimensión subjetiva de la vida política nacional debe ser complementada por el estudio de las formas y los ritos que marcan la vida pública. Fernando Escalante hace una disección de los hábitos de la vida pública de nuestra recién estrenada democracia y encuentra una gran agitación marcada por el sello del espectáculo y el escándalo. A diferencia del periodo anterior, en el cual el régimen posrevolucionario basaba su idea de orden en una despolitización que hacía de la política un asunto aburrido, este momento promueve un sistema de opinión pública intensamente político y espectacular. Desde luego, esa politización se apoya en poca información y mucha opinión, esta última expresada por una nueva clase de opinadores anclados en los medios de comunicación masiva cuya credibilidad depende del descrédito de la clase política.


    El cambio no puede ser apreciado en toda su plenitud sin hacer referencia a la dinámica en la cual se sustentan los procesos políticos. En el campo de la actividad económica, una serie de reformas modificaron las relaciones entre actores económicos. Es un tema que ha sido poco explorado de manera global. Es lo que hace Carlos Elizondo en el capítulo al cual ya hicimos referencia.


    En el campo de la actividad política, el análisis de la serie de negociaciones que conllevó a la transformación de las condiciones de la competencia electoral resulta esencial para entender las modificaciones en la interacción entre partidos políticos.


    Jacqueline Peschard presenta un análisis detallado de lo que ella define como “los mecanismos de interlocución política” en cada una de las reformas electorales. Esto permite, desde luego, distinguir entre el ciclo de reformas preventivas en las cuales el gobierno buscaba oxigenar y legitimar su peculiar sistema de pluralismo limitado y el ciclo de reformas reactivas en el que lo que estaba en juego era la creación de normas confiables, equitativas y transparentes para arbitrar las contiendas. En ese tránsito se puede observar muy bien cómo la mecánica de negociación pasa de la conducción gubernamental al control parlamentario. Las reformas de 2007-2008 representarían la primera manifestación de ese nuevo modelo, caracterizado por una dirección de la negociación desde el Congreso, la participación de una pluralidad de partidos políticos y la intervención activa de actores no partidistas. En pocas palabras, la mecánica misma de la interlocución política sería un reflejo de la nueva situación de pluralismo que contribuyó a crear los largos ciclos de reforma a las condiciones de competencia.


    El éxito de esas reformas puede ser apreciado en el estudio de Reynaldo Ortega sobre el comportamiento electoral en las elecciones presidenciales mexicanas de 1976 a 2006. Utilizando el concepto clásico de “elecciones críticas” introducido por el politólogo V.O. Keys y afinado por Gerald Pomper, Ortega estudia los principales cambios en el comportamiento electoral de los mexicanos durante el periodo que nos interesa e identifica los factores que los explican. El país electoral que aparece es, desde luego, más complejo y plural de lo que uno podría imaginar a primera vista y las coaliciones de votantes en las últimas elecciones presidenciales, más cambiantes.


    Una de las mayores consecuencias del conjunto de reformas que se dieron en los últimos 30 años se expresa en la efectiva separación entre los poderes y en la revitalización del juego de equilibrio entre ellos. Hasta hace muy poco, el estudio de esas consecuencias se había limitado a las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. La experiencia de los últimos años muestra que esa dinámica no puede ser entendida sin la inclusión del Poder Judicial.


    Rogelio Hernández explora el nuevo equilibrio en la relación entre esos poderes. Su reflexión parte de un hecho subrayado por varios de los autores de este volumen: la transición democrática se dio en el marco de la continuidad institucional y constitucional. Las atribuciones de los poderes Ejecutivo y Legislativo siguen siendo esencialmente las mismas. Sin embargo, la correlación de fuerzas entre ellos ha cambiado, con la desaparición de las condiciones políticas que permitían al Poder Ejecutivo establecer su predominio. La nueva situación de gobierno dividido que prevalece desde 1997 ha contribuido a poner en evidencia la debilidad del Poder Ejecutivo en cuanto a distribución de atribuciones y las dificultades en la colaboración con el Poder Legislativo, sobre todo cuando la adopción de reformas de importancia está en juego. En ese contexto, el Poder Judicial ha ganado atribuciones que le confieren una mayor autonomía y un papel acentuado de arbitraje constitucional. Esas nuevas condiciones introducen necesariamente un elemento de politización de las decisiones judiciales asociadas a esas atribuciones. En pocas palabras, se vive una situación de ajuste en la relación entre poderes y adaptación en las prácticas de los protagonistas que en ellos actúan.


    Un fenómeno similar se da en las relaciones entre niveles territoriales de poder. Si bien el federalismo ha sido, con la excepción de un breve periodo en el siglo XIX, una piedra angular de los arreglos constitucionales en México, la realidad política impuso un modelo centrípeto con fuertes rasgos jacobinos. Mauricio Merino muestra en su contribución el proceso reciente de reactivación del federalismo. Fecha su origen en 1983, con la reforma al artículo 115 de la Constitucion referente a las atribuciones de los municipios, que resulta entonces un paso importante en el proceso de democratización. La fragmentación de la red de control político existente en la época de predominio de un solo partido ha tenido por efecto la dinamización de los arreglos federales contenidos en la Constitución. Así, con la excepción de la reforma al artículo 115, la renovación del federalismo no ha respondido a una política deliberada, sino que fue el producto errático y contradictorio de cambios coyunturales casi siempre derivados de la pluralidad y del conflicto entre partidos. En ese contexto, tendieron a predominar la visión a corto plazo y las negociaciones coyunturales, en detrimento de un modelo federal con procedimientos más estables y un horizonte de largo plazo. De cierta manera, como en otros campos de la actividad pública, el modelo de relaciones federales en el México contemporáneo queda por inventar.


    Finalmente, la reflexión sobre las relaciones territoriales de poder conduce casi directamente a otro aspecto esencial del cambio en las últimas décadas, que atañe a la representación que los mexicanos tienen de sí mismos. El carácter crecientemente plural del sistema político y la consecuente dispersión de los recursos de poder llevaron aparejados modificaciones en la concepción de la identidad nacional. José Antonio Aguilar demuestra cómo a finales del siglo XX se erosionaron los cimientos de una identidad nacional mexicana, basada en un consenso ideológico heredado del liberalismo de la Reforma y del nacionalismo de la Revolución. El mito del México mestizo se fracturó para dejar filtrar el reflejo de un país diverso y multicultural que es objeto de reinterpretaciones divergentes.


    El análisis de esas dimensiones no agota de manera exhaustiva el estudio de las transformaciones del sistema político mexicano en los últimos 30 años. Sin embargo, aportará sin duda elementos para entender la especificidad del cambio político que se produjo durante ese periodo, así como las características del sistema político mexicano a 200 años de la Independencia y a un siglo de distancia de la Revolución, que fue la base del sistema autoritario que llegó a su fin con la democratización. La descripción del sistema político que aquí se dibuja está poblada de claroscuros. La palabra “cambio” se repite muchas veces y esa repetición da cuenta del dinamismo y de la intensidad de las transformaciones por las cuales atravesó el país en las últimas décadas. Al mismo tiempo, en muchos de los capítulos aflora una cierta impaciencia ante las dificultades del reacomodo democrático, la lentitud en el cambio de los valores y las prácticas y la aparente falta de visión de largo plazo. Todas esas cosas reflejan bien las ambigüedades del momento en que este libro fue escrito.


    SOLEDAD LOAEZA y JEAN-FRANÇOIS PRUD’HOMME
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    1. LA METAMORFOSIS DEL ESTADO: DEL JACOBINISMO CENTRALIZADOR A LA FRAGMENTACIÓN DEMOCRÁTICA


    Soledad Loaeza[1]


    INTRODUCCIÓN


    …si los Estados desaparecen


    es porque han perdido la fe en sí mismos.


    PRÍNCIPE DE METTERNICH




    A finales del siglo XX el Estado inició una prolongada metamorfosis que lo condujo de una forma todavía definida por su origen revolucionario hacia otra, que 30 años después seguía inconclusa, sujeta a las tensiones que generaba el desajuste entre el legado autoritario, la democratización y una relación más intensa con el exterior. Estos tres factores han disminuido las dos atribuciones relativas del Estado que sostuvieron el autoritarismo: la autonomía en relación con los actores políticos internos y la soberanía, su capacidad de decisión en la geopolítica. La consecuente debilidad ha contribuido al quebranto de la cohesión social,[2] pues ha minado la capacidad integradora y la coherencia interna del Estado, y ha desestabilizado sus relaciones con la sociedad.


    Al cumplirse la primera década del siglo XXI, el Estado había perdido los rasgos jacobinos que le imprimió la versión original de la Constitución de 1917: la autoridad centralizadora y la capacidad para tomar decisiones de manera unilateral. En esta condición se vino abajo su hegemonía sobre la organización de la sociedad y disminuyó su participación como agente de promoción del crecimiento económico. El disparador inmediato de la contracción de su presencia social fue la dramática crisis financiera que estalló en el verano de 1982, la cual se trasladó inmediatamente a la política y cuyo efecto sobre la capacidad de acción estatal fue magnificado por la erosión de la ideología dominante del autoritarismo, por la aceleración del proceso de descentralización y por la aparición de numerosos actores internos y externos que demandaban —y en muchos casos obtuvieron— participación en el proceso de toma de decisiones de gobierno.


    El modelo económico que se implantó a partir de los años noventa debía contrarrestar el deterioro del Estado. El eje de la propuesta reformista del presidente Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) era la reducción del intervencionismo estatal, con el argumento de que así se fortalecería el Estado. Sus principales estrategias fueron: la redefinición del intervencionismo, la liberalización de los mercados, la privatización de empresas públicas, la instalación de la gobernanza como una estrategia de gobierno y la internacionalización de la economía. Estas medidas se convirtieron en políticas de largo plazo que los sucesores de Salinas de Gortari profundizaron, pero no contribuyeron a reconstruir la autoridad estatal; más bien pusieron fin a la pretensión de dirigir a la sociedad que había sido característica del Estado autoritario.


    Las reformas del gobierno de Salinas fueron una respuesta al problema de la debilidad del Estado que desde los años ochenta se impuso como un tema recurrente en el debate público y en las agendas de sucesivos gobiernos y de los partidos políticos. Entre 1982 y 2009 las áreas administrativa, económica, política, social y judicial de organización del Estado sufrieron importantes modificaciones —en ese periodo se introdujeron alrededor de 267 reformas constitucionales—, aunque hubo diferencias de énfasis en cada gobierno (Valencia Escamilla, 2008). El objetivo enunciado de estos cambios era, según Salinas, primero, y el presidente Ernesto Zedillo, después, modernizar y fortalecer el Estado, en tanto que Vicente Fox se propuso afianzar sus fundamentos democráticos. No obstante, los conflictos políticos de principios del siglo XXI sugieren que estos esfuerzos fueron fallidos, si se miden sus resultados en términos de la capacidad del Estado para movilizar apoyo social a sus decisiones, para generar consensos o para promover la adhesión al sistema político. Las encuestas de Latinobarómetro muestran, por ejemplo, que la sociedad mexicana de principios del siglo XXI se caracteriza por un creciente desapego de las instituciones políticas que la gobiernan y por la pérdida de la capacidad del Estado para organizar los recursos políticos de la sociedad.[3] Esta limitación ha hecho del pluralismo, fragmentación.


    La cohesión social siempre fue frágil en México, pero en el contexto institucional que se formó en las tres últimas décadas, el Estado ha perdido los recursos que en el pasado le permitían cumplir sus funciones originales de identificación, articulación y representación de los intereses colectivos; de manera que ha sido desplazado de su posición central en los equilibrios políticos por una constelación de intereses particulares representados por empresas privadas, nacionales e internacionales, partidos políticos y organizaciones no gubernamentales. Peor aún, los cambios no han corregido los desequilibrios de una sociedad en la que la pobreza y la desigualdad impiden el desarrollo de vínculos de solidaridad y corroen el sentimiento de pertenencia a una comunidad nacional. Esta fragmentación social representa uno de los grandes desafíos por enfrentar en el siglo XXI y es un poderoso escollo a la reconstrucción de la autoridad estatal, porque provoca un importante potencial de inestabilidad y conflicto.


    Para explicar el fracaso de la reconstrucción de la autoridad estatal algunos autores apuntan hacia el carácter autoritario de las reformas introducidas por los tres últimos gobiernos del Partido Revolucionario Institucional (PRI) —entre 1982 y 2000— o se refieren a la incapacidad de los gobiernos divididos que se formaron durante los mandatos de Vicente Fox (2000-2006) y de Felipe Calderón (2006-2012) para generar los consensos que demanda el éxito de las reformas (Valencia Escamilla, 2008).[4] Estas explicaciones tienen un alcance limitado, pues se fundan en un argumento circular: la incapacidad para construir consensos deriva de la ausencia de consensos.


    Aquí se propone una respuesta alternativa, que busca las causas de esta limitación en la crisis del nacionalismo como sustento ideológico del Estado, en la dispersión de los recursos políticos de la sociedad característica del México democratizado y, por último, incorpora al análisis el efecto de la internacionalización de la economía y de la política sobre la soberanía del Estado y, por ende, sobre su capacidad de recuperación. Este proceso —que se justificó como la inevitable y deseable inserción del país en la globalización— tuvo consecuencias negativas para los propósitos de reconstrucción de la autoridad estatal, porque se aceleró en los años noventa, justo cuando el Estado mexicano se encontraba en una situación de profunda debilidad que no le permitió orientar o acompasar esa inserción según sus propios objetivos. Esta debilidad se derivaba de una frágil recuperación que se vino abajo por el impacto de la crisis financiera de diciembre de 1994 que devastó la economía nacional y sus perspectivas a mediano plazo. Las condiciones adversas coincidieron con la formación de un nuevo orden internacional, impulsada por el colapso de la Unión Soviética y por el ascenso de Estados Unidos a la posición de única superpotencia. En estas circunstancias, la apertura de México al exterior se resolvió en la integración al poderoso e irresistible vecino del norte. Esta evolución es el mayor obstáculo para el fortalecimiento del Estado mexicano: ha disminuido considerablemente su capacidad de decisión soberana, así como su margen de autonomía en relación con actores internos. También tuvo un efecto disruptivo sobre sus vínculos con la sociedad y, por lo mismo, sobre la posibilidad de lograr consensos.


    Para desarrollar esta hipótesis aquí se propone examinar el paso del jacobinismo estatal a la fragmentación democrática, con base en la teoría de las fuentes de poder social de Michael Mann (1993). Para este autor el Estado es el organizador de los recursos políticos de la sociedad mediante redes de interacción que lo vinculan con las élites y con la sociedad civil. Esta perspectiva permite explicar la transición del Estado autoritario como un problema institucional, pero también como un proceso de reorganización de las relaciones entre el Estado y la sociedad. En este terreno se juegan la profundidad y el futuro de los cambios, la estabilidad de largo plazo de esas relaciones y las perspectivas de recuperación de la autonomía estatal y de la soberanía.


    Mann distingue dos dimensiones del poder estatal: infraestructural y despótico. La primera se refiere a la capacidad del Estado para incrustarse en la sociedad; la segunda, a las redes que lo ligan con las élites. En México ambas dimensiones se vieron afectadas por dos graves crisis financieras y económicas (1982 y 1994) y por las reformas institucionales de las tres últimas décadas, porque unas y otras alteraron las articulaciones y el patrón de relaciones entre el Estado y las élites, y entre el Estado y la sociedad civil.


    Con base en la teoría de Mann podría decirse que, en México, el Estado posee hoy día un poder infraestructural más limitado que aquel del que disponía en el régimen autoritario, pues las reformas de los años noventa le arrebataron dos de los soportes principales de sus vínculos con la sociedad: por una parte, la adopción del modelo económico liberal minó el nacionalismo en que se apoyaba la autoridad estatal; por la otra, la democratización erosionó el poder del PRI. La reconstrucción del poder despótico del Estado lleva el sello de la fragilidad, aun cuando le permite imponer decisiones a la sociedad, pues la ampliación y diversificación de las redes de interacción entre élites más que fortalecerlo lo mantienen como un centro más de poder político que, en lugar de armonizar o coordinar los intereses de esas mismas élites, se somete al equilibrio que crea la relación entre actores desiguales, representantes de intereses particulares, llámense organizaciones empresariales, partidos, sindicatos o gobiernos extranjeros.


    La primera parte de este capítulo es una breve exposición de los elementos conceptuales que se utilizarán para discutir la transición del Estado ocurrida a partir de 1982 y una rápida presentación de los legados autoritarios que limitan el poder estatal. Después se examinan tres aspectos de la metamorfosis del Estado: primero, la crisis de la ideología que sostuvo al Estado jacobino; luego se discute la fórmula a la que se recurrió en los años ochenta para reconstruir las redes interelitistas y los equilibrios que derivaron de esta reconstrucción; y, por último, se explora el resultado de la nueva vinculación con el mundo exterior sobre la coherencia del Estado y su capacidad de decisión. A partir de esta discusión se hace una reflexión a propósito de cuáles pueden ser las bases del poder estatal en el siglo XXI.


    EL ESTADO COMO ORGANIZADOR DEL PODER POLÍTICO


    Para Michael Mann la sociedad es un conjunto organizado de redes, que se forman con base en cuatro diferentes tipos de poder social: económico, ideológico, militar y político. A partir de estas fuentes de poder social se organizan redes de relaciones que se cruzan y sobreponen unas a otras, con diferentes alcances, dinámicas y consecuencias; están vinculadas entre sí, pero son distintas; cada una de ellas genera su propia forma de organización, aunque ninguna determina por separado la estructura de una sociedad. Por ejemplo, la organización del poder económico puede ser muy concentrada, pero requiere del apoyo del poder ideológico —que sustenta una organización difusa de valores y nociones compatibles con el objetivo de creación de riqueza. Para ordenar sus actividades el poder económico también necesita el respaldo de reglas que emite el Estado —un poder extendido— y el de una organización coercitiva —el poder militar, concentrado— que sancione su cumplimiento. Es decir, las organizaciones ideológicas, políticas y militares contribuyen a estructurarse unas a otras y de este mutuo condicionamiento se derivan vinculaciones, cruces y solapamientos entre ellas (Mann, 1993: 9).


    En las grandes transiciones, las transformaciones de la ideología, de la fuerza física, de la economía o del Estado acarrean cambios profundos en esas organizaciones y en las relaciones entre ellas. Así, por ejemplo, en 1982 la severa crisis económica del autoritarismo precipitó la reducción del intervencionismo estatal y alteró la organización de los intereses empresariales y los patrones de interacción con el Estado;[5] asimismo, impulsó la redefinición de las identidades políticas, desestabilizó la organización más importante de la ideología dominante, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), e impuso cambios en la organización administrativa del Estado.


    La teoría de Mann puede aplicarse al caso mexicano para explicar las relaciones entre el Estado y la sociedad, tanto en el periodo autoritario como durante el proceso de democratización, y en la difícil estabilización democrática. En cada caso pueden reconstruirse las dimensiones infraestructural y despótica, y sus conexiones con el poder ideológico y económico, así como las limitaciones del poder coercitivo, que restringieron —y restringen todavía— considerablemente las posibilidades de acción del Estado, su alcance y su capacidad para hacerse obedecer.


    Durante casi todo el siglo XX, el Estado fue un conjunto diferenciado de instituciones y personal especializado, el centro hacia y desde el cual se extendían las relaciones políticas; su autoridad cubría un territorio delimitado sobre el que, en principio, gobernaba mediante reglas cuyo cumplimiento podía garantizar con el apoyo de la fuerza física organizada. Así y sobre todo después de 1946, el Estado llegó a encarnar el poder político y a producir cierto grado de cohesión social, tanto por su extensión como porque gracias a los instrumentos de gobierno pudo penetrar en amplios sectores sociales, coordinarlos y movilizarlos en apoyo de sus decisiones (Mann, 1993: 55).


    El poder estatal no se ejercía únicamente como represión o exclusión. Sobre todo a partir de 1946, el Estado pudo organizar los recursos políticos de la sociedad, incrustarse en ella y desarrollar, por una parte, poder infraestructural que le permitía gobernar por medio de la sociedad con el apoyo, primero, del nacionalismo, que era una ideología institucionalizada[6] y que introducía una mínima homogeneidad política en la sociedad. Gracias al nacionalismo, el Estado pudo erigirse en el interior en representante de un sentido de comunidad a cuyas acciones y objetivos imprimía coherencia. Hacia el exterior representaba la diferencia de los intereses de los mexicanos en relación con los de los ciudadanos de otros Estados (Mann, 1993: 57). El poder infraestructural se desarrolló, asimismo, con base en instituciones como la Presidencia de la República, el partido hegemónico y la administración pública, que movilizaban el apoyo de amplias franjas de la sociedad para la ejecución de sus decisiones.


    Por otra parte, el Estado también se sostenía en el poder despótico, que derivaba de sus vínculos con las élites políticas y económicas, sostenidos en apretadas redes de interacción, personales e institucionales, que excluían a la mayoría de la sociedad y que le permitían gobernar por encima de ella (Mann, 1993: 57).[7] La relativa intensidad de las relaciones Estado-sociedad en el México autoritario explica el alcance de las consecuencias que tuvo la debilidad estatal para la sociedad, que sin este referente perdió potencial de articulación interna, canales de relación con los poderes económico, político e ideológico, e identidad frente al mundo exterior.


    Pese a sus limitaciones, que se discutirán más adelante, el poder despótico del Estado autoritario dio lugar a la centralización del poder, la cual condujo a un sistema autoritario en el que, dentro de la tradición jacobina de la Revolución francesa, el Estado era el único representante de la nación, intérprete del interés nacional y agente legítimo de cohesión social. La Constitución de 1917, en su versión original, atribuía al Estado los recursos para asegurarse un amplio margen de autonomía en la definición de los objetivos sociales y de las estrategias para alcanzarlos, sin la intervención de órganos de representación de intereses particulares y tampoco de oposiciones que pudieran obstaculizar, o cuando menos entorpecer, la realización del ambicioso proyecto de transformación social.


    Gracias a su superioridad organizativa y de recursos, y a su mayor coherencia interna en relación con la sociedad, el Estado pudo ser agente de integración política y canalizar su acción mediante el aparato administrativo y el PRI. Ambos sirvieron para extender su autoridad a buena parte de la sociedad, para construir redes de interacción, coordinar la vida social y movilizar el apoyo que requería la ejecución de las decisiones de gobierno. Por ejemplo, las políticas de construcción de infraestructura de los años de crecimiento de la segunda mitad del siglo XX llevaron por todo el país a ingenieros agrimensores, hidráulicos y civiles que entraban en contacto con las poblaciones locales, las cuales, a su vez, de esta manera establecían una relación con el Estado, que se hacía presente en la figura de estos funcionarios de la Secretaría de Recursos Hidráulicos o de la Secretaría de Comunicaciones, o en la persona de los maestros que enviaba la Secretaría de Educación Pública. El PRI cumplía este mismo tipo de función mediante una amplia estructura clientelar.


    Durante el periodo autoritario, el poder despótico del Estado era mucho mayor que su poder infraestructural. Eso significa que podía tomar decisiones de manera unilateral o en acuerdo con las élites económicas, por ejemplo, e imponerlas al resto de la sociedad; en cambio, las redes del poder infraestructural eran más limitadas y no alcanzaban a toda la población. A pesar de la hegemonía del PRI, del desarrollo de la administración pública y del alcance del nacionalismo, la autoridad estatal se topaba con poderosas restricciones, algunas de las cuales siguen vigentes en el régimen democratizado.


    El desarrollo de las dos dimensiones del poder del Estado posrevolucionario —infraestructural y despótico— fue insuficiente para extender su presencia en todo el territorio, para satisfacer las necesidades básicas de la población o controlar de manera eficiente la violencia interna, pues siempre hubo grupos armados que desafiaban el monopolio de la fuerza (Serrano, 1995). De hecho, puede afirmarse que el Estado estuvo ausente de áreas que quedaron a merced de fuerzas locales, por ejemplo, en Chiapas, tal y como lo demostró el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), en enero de 1994. Tampoco pudo integrar a toda la sociedad, como lo prueba la experiencia de numerosos grupos indígenas que vivían y aún viven al margen de la mayoría de la población y de la acción estatal, y que mantenían y aún mantienen una relación tenue con la comunidad nacional. La persistente debilidad del régimen de derecho también es una prueba de los límites del poder del Estado.


    El Estado autoritario mexicano no escapa al análisis crítico de Miguel Ángel Centeno del falso Leviatán que era el Estado latinoamericano (Centeno, 2002). Al igual que en otros países de la región, incluso en los años de auge de la hegemonía del PRI y del presidencialismo (1946-1982), el Estado desplegó un amplio intervencionismo económico, pero no logró hacerse obedecer por toda la población ni imponer sus decisiones al conjunto de la sociedad; por ejemplo, entre 1960 y 1973 tres sucesivos gobiernos intentaron introducir una reforma fiscal que ampliara la base de contribuyentes, y en cada caso la propuesta fue retirada o modificada ante la determinada oposición de los empresarios. Asimismo, el Estado mostró una notable incapacidad para cobrar impuestos —muchas eran las excepciones y grande la evasión fiscal. La deficiencia en el cobro de impuestos se tradujo en una creciente dependencia del crédito externo.


    La desigualdad social, como apunta Centeno, fue y sigue siendo uno de los mayores impedimentos para que el Estado gobierne a toda la población, ya sea para satisfacer sus necesidades o para organizar su apoyo. La democratización que se desencadenó en los ochenta y la consolidación del cambio político en la primera década del presente siglo no eliminaron las restricciones que imponen los agudos desequilibrios sociales sobre la acción estatal.[8] En 2006 México seguía siendo un país con una alta concentración de la riqueza en el que 10% de la población más rica obtenía 39% del ingreso total, mientras que 20%, que representaba a los más pobres, recibía 4% de ese ingreso. La acción estatal reproducía el perfil de la pirámide de la desigualdad en los servicios públicos de educación y salud; por ejemplo, en 2008, 77% de la población sufría al menos una carencia social, 22% tenía rezago educativo, 41% no tenía acceso a los servicios de salud y 65% no contaba con la seguridad social.[9]


    La debilidad institucional del Estado autoritario en materia fiscal y en el terreno del régimen de derecho se transmitió al Estado democratizado. Por ejemplo, no ha podido superar, primero, la incapacidad arriba mencionada para cobrar impuestos, pues recauda solamente 10% como proporción del PIB, mucho menos del 18% que recaudan Chile, Corea del Sur y Singapur (Hernández Trillo, 2005: 123); es, por tanto, un “enano fiscal” (Centeno, 2002: 6). Y, segundo, tampoco ha logrado remediar la debilidad del sistema legal, que era uno de los rasgos característicos del autoritarismo —y que en la posdemocratización es uno de sus legados más onerosos.[10]


    Dos fenómenos sugieren que la capacidad de control del Estado sobre el territorio disminuyó en las últimas décadas del siglo pasado y primera del presente: el crecimiento constante de la migración indocumentada hacia Estados Unidos, y la expansión del crimen organizado entre 2000 y 2010.[11] Más allá de que las dimensiones que han adquirido ambos procesos hubieran planteado un problema de difícil solución, incluso si los aparatos de seguridad hubieran estado bien organizados, lo cierto es que han puesto en evidencia la corrupción de la policía, la pobreza y los vicios del sistema de procuración y administración de justicia, el atraso del sistema de seguridad pública en relación con otras áreas de gobierno y el raquitismo de la organización militar y del apoyo que puede brindarle al Estado y a la sociedad.[12]


    Los avances que trajo la democratización en materia electoral, las reformas al Poder Judicial o los cambios administrativos, como la creación de entes reguladores autónomos, no impulsaron la automática vigencia del Estado de derecho. En México, como en casi toda América Latina, el acceso a la justicia y la igualdad ante la ley están sujetos a la desigual distribución del poder. La ineficacia del régimen de derecho no es una “inevitabilidad” histórica o cultural, tampoco resultado de inercias administrativas, sino producto de una decisión deliberada de los actores políticos para quienes la impunidad es una estrategia de reducción de costos (Cesarini y Hite, 2004). La perpetuación de un Estado de derecho débil tiene por objeto minimizar las restricciones al poder —como las que necesariamente impone la ley— y, aunque en términos de Mann, un sistema legal fuerte ampliaría el poder infraestructural del Estado, restaría margen de autonomía a las élites. En sociedades profundamente desiguales, como la mexicana, la inoperancia de la universalidad de la ley apunta a la insuficiencia de los vínculos entre el Estado y la sociedad, porque su aplicación está a merced de la voluntad de políticos y gobernantes; tiende, por tanto, a ser discrecional e intermitente y de esta manera profundiza la desigualdad, dado que es mucho más gravosa para quienes tienen menos recursos.[13]


    La debilidad del Estado de derecho y del aparato de impartición de justicia también afecta a áreas distintas de la criminal y la electoral; por ejemplo, Stephen Haber et al. (2008) han examinado las consecuencias negativas de la corrupción de la administración de justicia, tribunales ineficientes y una legislación anticuada sobre la disposición de los bancos a otorgar créditos y han mostrado que condiciones institucionales adversas desalentaban el otorgamiento de créditos —pues no existen mecanismos confiables que aseguren el pago de las deudas. Estos problemas también explican las dimensiones del sistema bancario, demasiado pequeño en relación con el tamaño de la economía mexicana. Así, la desconfianza que inspira la ausencia de un auténtico régimen de derecho incide negativamente sobre el crecimiento económico (Haber et al., 2008: 99).[14]


    El gobierno de Vicente Fox ofrece un ejemplo ilustrativo de la subordinación de la ley a los equilibrios políticos y de la incertidumbre que todavía acompaña al cumplimiento de las relaciones contractuales. En la primavera de 2002, después de años de planeación y con el fin de responder a las necesidades de expansión del aeropuerto internacional de la ciudad de México, comenzó la construcción de un nuevo aeropuerto en San Salvador Atenco, en el Estado de México. Los trabajos se suspendieron apenas empezados, porque el presidente Fox cedió a la presión de un grupo de agricultores que se organizó para rechazar la oferta de compra de tierras que les había hecho el gobierno. La construcción fue cancelada en negociaciones entre el gobierno y los líderes de la protesta, a pesar de los compromisos adquiridos con los inversionistas y de las pérdidas económicas que esto acarreó para el país.[15] Así, el nuevo modelo económico, que exige condiciones propicias y seguras para la inversión privada, en este caso se vio sometido, como en el pasado autoritario, a los compromisos políticos del Presidente que mantiene discrecionalidad en materia económica.[16]


    La finalidad de los instrumentos y de los atributos del Estado autoritario, definidos en la Constitución de 1917, era garantizar su autonomía en relación con los actores internos y la soberanía frente al exterior; ambas características —autonomía y soberanía— eran vistas como condiciones inexcusables para que el Estado pudiera cumplir sus objetivos de transformación social. No obstante, al mismo tiempo no contaba con la fuerza física organizada para defender esos atributos, la cual es considerada una condición sine qua non de la capacidad del Estado para actuar con independencia. Los gobiernos del autoritarismo mexicano no centraron el eje de la defensa de su soberanía o de su autonomía en las fuerzas armadas, sino que, a partir de una evaluación de los riesgos del militarismo y de la muy peculiar situación geoestratégica del país, optaron por mantener un ejército débil y adjudicaron parte de sus funciones de apoyo al Estado a la administración pública, al PRI y al nacionalismo, estos dos últimos como agentes de homogeneización política.


    Esta decisión resulta sorprendente desde una perspectiva geopolítica. Es usual que, vecinos poderosos y amenazantes —como puede ser Estados Unidos para México— induzcan la formación de organizaciones de defensa militar fuertes. No obstante, en el caso mexicano la experiencia ha sido diferente. A partir de la segunda Guerra Mundial, un conflicto armado con Estados Unidos o con Guatemala fue impensable. Entonces, se buscaron opciones a la fuerza física —cualquier esfuerzo en esa dirección hubiera sido inútil— para la salvaguarda de la soberanía. El nacionalismo fue una alternativa efectiva, por lo menos hasta los años ochenta.


    No obstante la eficacia de esta ideología, no bastaba para suplir los recursos tradicionales de defensa territorial. El Estado mexicano no tenía soberanía estratégica, pues la seguridad de su territorio frente a amenazas externas estaba en manos de Washington, aun cuando de ahí mismo provinieran las amenazas más inmediatas. Además, mantener un ejército débil era también una manera de conjurar el reflejo intervencionista de Estados Unidos, que podía activar la inestabilidad provocada por luchas intestinas y golpes militares. Lo que es indudable es que la fuerza del Estado autoritario no podía medirse por su capacidad para defender el territorio, como se hace convencionalmente (Centeno, 2002: 10). De hecho, “la estructura de regiones militares y zonas del ejército, de la fuerza aérea están diseñadas para enfrentar amenazas internas” al orden público; el país ni siquiera cuenta con una doctrina de guerra externa (Benítez Manaut, 2008: 194).


    La relación entre los gobiernos autoritarios y el ejército se estabilizó desde los años treinta, fundada en lo que algunos autores llaman un “pacto cívico-militar”, que se tradujo en control del poder civil sobre el Ejército (Serrano, 1995), resultado de una política deliberada de debilitamiento de las fuerzas armadas con presupuestos limitados, topes al número de efectivos y una constante reorganización de las zonas militares (Serrano, 1995: 434). La subordinación del Ejército al poder civil fue un rasgo distintivo del sistema político mexicano que, en consecuencia, se desarrolló como un autoritarismo atípico en el contexto latinoamericano de la época.


    A partir de los años cincuenta las funciones de las fuerzas armadas se concentraron en tareas de acción cívica; por ejemplo, en la protección de la población civil en situaciones de desastres naturales, campañas de alfabetización y vacunación, aunque también intervenían en acciones represivas de movimientos de oposición y de protestas políticas, como ocurrió en los sesenta, con los movimientos ferrocarrilero, magisterial, médico y estudiantil; en los setenta asumió la responsabilidad del combate contrainsurgente. La intervención de las fuerzas armadas fue interpretada en cada caso como una manifestación de debilidad del Estado, antes que como una prueba de su fuerza.


    La política restrictiva hacia las fuerzas armadas tuvo que ser modificada después del levantamiento zapatista de 1994, cuando el Ejército fue objeto de numerosos reproches por su aparente incompetencia. Sin embargo, esta crisis no alteró el pacto cívico-militar, tampoco indujo una reforma del Ejército; simplemente provocó un incremento significativo del presupuesto militar —aunque sigue siendo uno de los más bajos de América Latina—[17] y una más estrecha cooperación militar con Estados Unidos y Guatemala (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 49).


    La democratización tampoco incidió sobre las bases del pacto cívico-militar, como hubiera podido esperarse. No obstante, los militares adquirieron una presencia pública sin precedentes después del triunfo del PAN en las elecciones presidenciales de 2000, al principio como respuesta al deterioro de la seguridad pública.[18] La discusión de una reforma a las fuerzas armadas era necesaria dadas las tensiones con la sociedad que provocaba la intervención del Ejército en conflictos de origen político y las fricciones con las policías por diferencias a propósito de áreas de competencia o rivalidades internas. Sin embargo, el tema fue relegado a segundo término, como si hubiera temor de perturbar un equilibrio en extremo frágil. Hubo que esperar la derrota del PRI en 2000 para que el tema se planteara con seriedad, primero porque la política exterior del gobierno de Vicente Fox aspiraba a impulsar una nueva presencia internacional de México, que incluía la participación de tropas en operaciones de mantenimiento de la paz (Sotomayor, 2008) y, después del ataque terrorista a Nueva York del 9 de septiembre de 2001, como respuesta a las exigencias de la seguridad estratégica de Estados Unidos (Benítez Manaut, 2008: 191). Como se verá más adelante, el fortalecimiento de las fuerzas armadas y de las policías mexicanas a partir de un esquema de seguridad compartida con Estados Unidos tampoco ha contribuido a fortalecer al Estado mexicano, que exhibe su debilidad cuando acepta que la defensa de su territorio frente a un ataque externo está en manos de un gobierno extranjero, como lo hizo desde 1945. Este condicionamiento se acrecentó a raíz de la peligrosa expansión del crimen organizado a principios del siglo XXI, con el incremento de la participación de agencias estadounidenses en tareas de mantenimiento del orden interno, que en el pasado eran responsabilidad exclusiva del Estado mexicano.[19]


    LA CRISIS DE LA IDEOLOGÍA DEL ESTADO JACOBINO Y EL ASCENSO DEL LIBERALISMO


    La fecha del comienzo de la transición es un tema de debate. Algunos sostienen que los acuerdos que concluyeron en 1988 el PRI y las oposiciones, en particular el Partido Acción Nacional (PAN), fueron el punto de partida del desmantelamiento de la hegemonía priista; otros, en cambio, proponen 1997, porque en las elecciones de ese año el PRI perdió la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados y el presidente Zedillo se enfrentó a un gobierno dividido, y para otros más el triunfo de Vicente Fox, en 2000, fue el disparador del cambio. Todas esas fechas son efemérides del proceso que condujo al fin del autoritarismo.


    Aquí se propone que la severa crisis financiera del verano de 1982 —una de cuyas expresiones más dramáticas fue la expropiación de la banca que decretó el presidente José López Portillo— fue el catalizador de la transformación del Estado, porque cimbró las bases de su poder infraestructural, en primer lugar, la ideología que reconocía en el Estado el agente privilegiado de cohesión social y el principal organizador de los recursos políticos de la sociedad; en segundo lugar dañó su poder despótico, pues la expropiación fue profundamente disruptiva de las redes que vinculaban al Estado con las élites económicas. Las consecuencias de esta decisión fueron el punto de partida de las sucesivas reformas del Estado.


    El anuncio de la expropiación de la banca que hizo el presidente José López Portillo el 1 de septiembre de 1982 aceleró la caída del Estado jacobino,[20] porque provocó una amplia reacción opositora que fue mucho más allá del rechazo a la persona del Presidente —como había ocurrido en crisis pasadas, por ejemplo, en 1976, cuando las grandes organizaciones empresariales concentraron sus ataques en el presidente Luis Echeverría, algunas de cuyas decisiones habían afectado sus intereses— y se amplió para cuestionar la autoridad del Estado y la legitimidad de sus atribuciones económicas y de sus funciones políticas. La movilización de rechazo que empezó a articularse a partir de septiembre de 1982 no se limitó a criticar el intervencionismo, sino que, en nombre de la democracia, cuestionó dos de los instrumentos fundamentales del poder estatal: su papel como referente central de las identidades políticas y la centralización de la autoridad en el Presidente de la República y en el gobierno federal.


    En relación con las identidades políticas, habría que recordar que la Revolución de 1910 fue un proceso de construcción nacional que sentó las bases tanto del Estado autoritario como de la identidad nacional; se puede parafrasear el título de la obra de Eugen Weber, Peasants into Frenchmen (1976), y afirmar que la experiencia revolucionaria convirtió a los campesinos en mexicanos y fue la piedra de toque de una comunidad ficticia que se reconocía en ella y en el Estado que se formó a partir de la Constitución de 1917. Desde entonces, en el universo político mexicano la idea de una nación soberana quedó estrechamente vinculada con el Estado de la Revolución e incluso con un partido, es decir, con una identidad política específica y con una cultura diferenciada, circunscrita al territorio de la República y vinculada con los valores, mitos y objetivos asociados a la experiencia fundadora.


    El nacionalismo estructuraba una comunidad que era a la vez cultural y política; fue la ideología institucionalizada del autoritarismo y, como tal, un factor determinante del poder infraestructural del Estado, pues ejercía una influencia integradora y estabilizadora que fue decisiva para sus relaciones con la sociedad. Se trataba de un nacionalismo no agresivo, civil, al que le bastaba presentarse como reivindicación y defensa de tradiciones, experiencias históricas y cultura específicas, que eran la base de una identidad diferenciada. Esta ideología, más difusa que concentrada, impregnó los valores de las élites y de la sociedad en general; era ampliamente difundida por las agencias administrativas del Estado, por el partido oficial, también por la escuela pública y por los medios. Gracias a ella la estabilidad autoritaria se apoyaba también en la adhesión e identificación de la mayoría de la población. El nacionalismo enmascaraba las diferencias sociales, pues disimulaba la exclusión de que eran víctimas los más pobres y los indígenas, generaba sentimientos de solidaridad social e introducía una cierta cohesión en una sociedad atravesada por profundas desigualdades.


    La decisión expropiatoria de 1982 cimbró la identificación entre el Estado y la nación; fue exhibida por sus adversarios como una prueba patente del autoritarismo presidencial y del uso personalizado del poder estatal. Los señalamientos se convirtieron en una condena general al Estado jacobino: intervencionista y centralizador. Hasta 1982 la centralización de la autoridad en el Presidente de la República y en el gobierno federal a expensas de la autonomía de los estados era considerada una condición necesaria para la transformación social, en un marco general de estabilidad.[21] La crisis financiera y algunas de las medidas que adoptó el gobierno para estabilizar la economía después de septiembre, como el tipo de cambio dual y la conversión forzosa de las cuentas bancarias denominadas en dólares —los mexdólares—, también sacudieron la validez de esta creencia, porque perjudicaron en particular a los estados del norte del país, que denunciaron el centralismo y reivindicaron su soberanía (Guillén López, 1992).[22] Así empezó la presión democratizadora; sus principales instrumentos de lucha fueron el voto y el apoyo a partidos de oposición, en especial al PAN.


    La eficacia del modelo jacobino podía medirse por la capacidad que tenía el Estado, en particular el Poder Ejecutivo y el Presidente de la República, para someter la voluntad o la autoridad de los actores políticos y tomar decisiones que afectaban el desarrollo general del país, sin previa consulta o negociación con la sociedad, como ocurrió en septiembre de 1982. En este arreglo el PRI desempeñaba un papel fundamental, pues “imponía la homogeneidad ideológica y política [y] que pasaba por encima de las bondades del esquema legal, los poderes estatales aceptaban no desarrollar sus facultades y autonomía” (Hernández Rodríguez, 2008: 54). Aunque la decisión expropiatoria fue aplaudida con entusiasmo por el PRI y festejada con una manifestación popular, tradicional dentro de las prácticas de ese partido, en realidad su apoyo tuvo un impacto limitado, acallado por las protestas de los empresarios y de muchos ciudadanos comunes y corrientes que tomaron conciencia de su vulnerabilidad ante el poder estatal y vieron en la decisión presidencial una amenaza y, en su autoridad, una fuente de incertidumbre (Espinosa Rugarcía y Cárdenas Sánchez, 2007). Así ocurrió, por ejemplo, entre los pequeños ahorradores que mantenían depósitos bancarios indizados al dólar y para quienes la decisión del gobierno de cubrir esos fondos en moneda nacional fue equivalente a una expropiación.


    Pese a que la expropiación de la banca fue un acto de fuerza del Estado, su motivación fundamental era la debilidad (Loaeza, 2008). Entre 1981 y 1982 el gobierno había fracasado cada vez que trató de detener fugas millonarias de divisas, que vaciaron en repetidas ocasiones las arcas públicas. En el verano la deuda externa mexicana ascendía al exorbitante monto de 87 000 millones de dólares; el Estado mexicano estaba en bancarrota y, para efectos prácticos, se declaró en suspensión de pagos en agosto. Esta situación crítica fue relativamente superada gracias a un oneroso crédito del gobierno de Estados Unidos.[23] Ni la autoridad presidencial ni el PRI pudieron desactivar las tensiones y los descontentos que provocó la decisión expropiatoria; pese a los llamados a la defensa nacionalista, el gobierno no logró movilizar un apoyo de largo plazo a la medida. Menos de una década después, el presidente Salinas reprivatizó los bancos. El gobierno de López Portillo terminó sumido en el desprestigio y en medio de escandalosas denuncias de corrupción. Desde entonces, el PRI tuvo que admitir que ya no podía pretender la representación de la mayoría absoluta de la sociedad y tampoco controlar la oposición al autoritarismo, que empezaba a cobrar forma en instituciones estables de oposición.


    Uno de los componentes centrales del jacobinismo mexicano era la noción de que el Estado era el agente fundamental de la modernización del país, así como promotor de la democracia. La creencia de que “A más Estado, más democracia” fue parte importante del legado revolucionario y se mantuvo como fuente de legitimidad de muchas decisiones y políticas de gobierno. La expropiación de la banca provocó el rechazo a esta premisa y precipitó la cristalización del antiautoritarismo, con base en actitudes, posturas y fuerzas antiestatistas aglutinadas en torno a la idea de que “Más Estado, menos democracia”. Esta creencia se extendió con relativa facilidad gracias a que en años anteriores había empezado la gradual implantación de los valores de la democracia liberal y pluralista en la sociedad.


    La Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales de 1977 (LOPPE), que abrió la puerta a la representación legislativa de las minorías políticas, fue un primer acto de reconocimiento de esta evolución. Su origen era el cambio social de los veinte años anteriores y la ascendente influencia de la ola democratizadora que en los años ochenta y noventa derribó regímenes autoritarios en diferentes regiones del mundo (Harvey, 2005). La presencia del liberalismo se manifestó, primero y de manera limitada, en un sector de las élites, pero la legitimidad del pluralismo y la fuerza de elecciones competitivas como pilar de la democracia rápidamente hicieron su aparición entre las clases medias. Su influencia se amplió todavía más cuando estos valores se convirtieron en el eje de la extensión de protestas antiautoritarias y de la lucha política.


    Así, los valores centrales del nacionalismo autoritario —el Estado intervencionista referente de la comunidad nacional, las virtudes de la centralización y la supuesta homogeneidad ideológica que encarnaban la institución presidencial y el PRI— sucumbieron a la crisis del intervencionismo estatal. Este fenómeno fue magnificado por el contexto general de deterioro del Estado benefactor, la caída del socialismo y el descrédito de la centralización y la planificación económica. Todos estos factores concurrieron para generar un clima favorable a las reformas del Estado de la Revolución, así como a la búsqueda de nuevas vías —distintas del llamado nacionalista— para lograr consensos, entre las que destacaron, por una parte, el establecimiento de una fórmula efectiva de acuerdo con las élites, construida en torno a la negociación cupular —como se verá más adelante— y, por la otra, la exigencia de elecciones limpias y competitivas, la construcción del pluripartidismo, la promoción de la participación electoral y el fortalecimiento del Poder Legislativo.


    La expropiación, más allá de sus consecuencias económicas, tuvo un efecto divisivo en la opinión que impulsó la formación de nuevas identidades políticas, definidas a partir del antagonismo estatismo-antiestatismo y de la acción de organizaciones que, como el PAN o el Partido de la Revolución Democrática (PRD), desde 1989 empezaron a disputarle al Estado el liderazgo político de la sociedad. Las organizaciones empresariales y algunos poderosos sindicatos, por su parte, desafiaban la representación de intereses colectivos que encarnaba el Estado, el cual difícilmente podía mantener la autonomía relativa que había sido pilar del autoritarismo en las condiciones de bancarrota financiera y política en que se encontraba. Tampoco podía aspirar ya a tomar decisiones en forma unilateral.


    Si el presidente López Portillo buscaba que la expropiación de la banca fortaleciera al Estado financiera y políticamente, y renovara la tradición revolucionaria en términos de los presupuestos ideológicos del autoritarismo jacobino, puede afirmarse sin exageraciones que fracasó de manera rotunda. Por una parte, los años 1982-1988 fueron de auténtica postración económica. En 1983 el PIB registró un crecimiento negativo de 4.2% y, luego de una breve recuperación, cayó 4% en 1986. En esos años las tasas inflacionarias fueron superiores a 80%, se contrajo la demanda, aumentó el desempleo y, en términos generales, se produjo el empobrecimiento generalizado de la población. La soberanía del Estado mexicano se vio severamente restringida por el monto de la deuda externa —el servicio de los intereses de esta deuda llegó a representar 12% del PIB—, la fragilidad de las finanzas públicas y de los equilibrios sociales comprometidos por el deterioro económico. En esas condiciones, el mismo gobierno del presidente López Portillo, unas semanas antes del término de su mandato, firmó una carta de intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI), en la que comprometió a su sucesor a poner en pie un riguroso programa de ajuste. Además de la política de estabilización que se aplica en situaciones similares de crisis económica, incluía el compromiso de introducir reformas estructurales —por ejemplo, la privatización de empresas públicas y la liberalización comercial—cuyo propósito central era reducir el intervencionismo estatal.


    Las reacciones más emotivas que denunciaron la expropiación bancaria como un paso definitivo hacia la estatización de la economía resultaron obviamente exageradas. En todo caso, entre los esfuerzos que hizo el presidente De la Madrid para reconstruir las relaciones entre el Estado y los empresarios habría que destacar las reformas constitucionales que definieron la rectoría económica del Estado, con la intención de crear reglas que limitaran el intervencionismo estatal —y limitar la incertidumbre que podía acompañarlo—, que no modificaron esencialmente el carácter mixto de la economía o la estructura del poder económico (De la Madrid, 1998). De todas formas, no era ésa la intención de De la Madrid. Más todavía, el comportamiento de la banca estatizada no fue muy diferente al de la banca comercial, aunque algunos críticos señalan que el Estado banquero fue una pieza fundamental para la estabilización de la economía.[24] Si es cierto que los rasgos del Estado no se vieron esencialmente alterados por su condición de propietario de los bancos (Elizondo Mayer-Serra, 1995), en cambio, la erosión de la ideología institucionalizada tuvo consecuencias de largo alcance para el Estado, pues debilitó sus relaciones con la sociedad; sobre todo, le arrebató la posibilidad de contrarrestar los efectos desintegradores de las crisis y de las reformas liberales sobre los vínculos sociales tradicionales.


    El ascenso de los partidos que acarreó la democratización puso fin al liderazgo político del Estado, así como al nacionalismo como una ideología institucionalizada de alcance nacional. Su lugar ha sido ocupado por identidades partidistas que son, por definición, parciales. Por ejemplo, el presidente Salinas intentó remozar con el “liberalismo social” la ideología del PRI; su objetivo ya no era proponer una identidad común a todos los mexicanos; se trataba de una oferta partidista, análoga a la de cualquier otro partido. En los términos de Michael Mann, estos cambios han propiciado la dispersión de los recursos políticos de la sociedad. En todo caso, las funciones de penetración y movilización política de la sociedad han quedado en manos del conjunto de las instituciones electorales del sistema democratizado —desde luego, los partidos políticos—, pero también y, sobre todo, del Instituto Federal Electoral (IFE), creado en 1990, una de cuyas responsabilidades es la promoción de una cultura democrática cuyos valores centrales son el pluripartidismo, la competencia política y el voto (Becerra et al., 2005). Todo aquello que consagra la diversidad política pero que, dada la debilidad del Estado, favorece la fragmentación.


    DEMOCRATIZACIÓN Y FRAGMENTACIÓN


    Si miramos la democratización desde la perspectiva de la doble dimensión del poder estatal, su objetivo era restaurar la autoridad del Estado mediante, por una parte, la reconstrucción de los patrones de interacción interelitista alterados, tanto por la crisis de 1982 como por el fin de la hegemonía del PRI y la escisión de ese partido; en segundo lugar, la democratización también buscaba crear nuevas redes de interacción con la sociedad, que sustituyeran las que se vinieron abajo con el Estado jacobino. A partir de esta reconstrucción podrían alcanzarse nuevos consensos entre el Estado y la sociedad.


    La reconstrucción del poder estatal se llevó a cabo mediante dos tipos de acciones: por una parte, se restableció el poder despótico del Estado con base en una nueva forma de relación entre las élites, derivada de la crisis de los años 1982-1987, que sentó las bases para la implantación de un nuevo modelo económico. Por la otra, las élites políticas recurrieron a la legislación electoral para restablecer el poder infraestructural, es decir, los vínculos con la sociedad. Ése era el objetivo último del Código Federal de Instituciones y Procesos Electorales (Cofipe) de 1990. También se trataba de afianzar la institucionalización de la competencia por el poder y la representación política.


    El resultado final de este esfuerzo de reconstrucción lleva el sello de la debilidad estatal, pues el contexto de los años noventa era desfavorable al fortalecimiento del Estado: la globalización restaba eficacia —y atractivo— al nacionalismo como factor de reconciliación social y, sobre todo, las políticas reformistas de apertura al exterior vaciaron de contenido la relación entre el Estado y la que había sido la ideología institucionalizada del poder estatal. La atención prioritaria que los gobiernos de Salinas y de Zedillo acordaron a la reforma económica frente a la política se tradujo en indiferencia ante el efecto desintegrador de los cambios sobre los vínculos tradicionales entre el Estado y la sociedad. En consecuencia, la reconstrucción del poder infraestructural del Estado resultó más difícil que crear acuerdos y redes de interacción con las élites económicas. De manera que, no obstante la consolidación de la democracia electoral, en la primera década del siglo XXI se agudizó el carácter elitista y excluyente de las decisiones de gobierno, en un medio dominado por los intereses particulares.


    La debilidad que aquejaba al Estado le restó capacidad para organizar los recursos políticos de la sociedad, de suerte que no pudo frenar la dispersión del poder entre partidos políticos, asociaciones, organizaciones no gubernamentales y sindicatos. La explosión de participación y de la tendencia asociativa que se produjo en los años noventa era un reflejo relativamente desorganizado de la pluralidad social y de la diversidad de intereses que poblaban el universo político mexicano y que se impusieron a la pretendida homogeneidad política que durante décadas habían sostenido el nacionalismo y el PRI. Así, el repertorio de actores políticos se expandió y surgió un gran número de grupos de interés particular que reclamaban el derecho a participar en las decisiones que les afectaban. En consecuencia, en estos años ocurrieron dos procesos paralelos: la agitada reorganización de los partidos políticos, provocada parcialmente por la pérdida de apoyo del PRI y por las divisiones en él, y una poderosa movilización social que dio lugar a la aparición de numerosos grupos que se ofrecían incluso como alternativa a los partidos políticos.[25]


    Esta tendencia asociativa se manifestó en un principio a raíz de los sismos que sufrió la ciudad de México en septiembre de 1985, cuando, para responder a la emergencia y ante la lentitud de la reacción gubernamental, los residentes de las áreas afectadas se organizaron de manera independiente del gobierno y del PRI para ayudar a las víctimas. El surgimiento de espacios autónomos de organización obligó al gobierno a aceptar nuevos patrones de interacción. Para atender las demandas de los damnificados el gobierno de De la Madrid se reunía con los líderes de las organizaciones que se formaron en la coyuntura para definir los programas públicos de reconstrucción y de compensación. Esta fórmula de negociación entre el gobierno y los grupos de damnificados de la ciudad de México prefiguró la transformación que experimentaron los patrones de relación entre el Estado y los actores políticos después de 1987.


    Posteriormente, esta forma de interacción se reprodujo en las relaciones entre el gobierno y organizaciones no gubernamentales que, al igual que las asociaciones en el Distrito Federal en 1985, buscaron llenar los vacíos creados cuando las políticas de estabilización económica redujeron el gasto social. Por ejemplo, los recortes presupuestales causaron el deterioro de los servicios públicos. En respuesta a estas carencias se formaron organizaciones proveedoras de este tipo de servicios.[26] Estos actores políticos nuevos evitaron vincularse al PRI, entre otras razones porque no era mucho lo que podían esperar del partido, cuyos recursos también se redujeron, al igual que disminuyeron los que recibían las ramas administrativas del gobierno. De ahí que la estructura clientelar del PRI también se haya visto sacudida por la crisis económica.


    La estabilización de la economía después de 1987 fue posible gracias al perfeccionamiento de esta fórmula de negociación. Desde 1983 el gobierno de Miguel de la Madrid aplicó al pie de la letra un riguroso programa de estabilización, conforme a la ortodoxia del FMI (ese año de 1983 el gasto público cayó 17%). La persistencia de la inflación demostró que el unilateralismo estatal —con el que aplicaba el programa de ajuste— era insuficiente para enfrentar la crisis económica y que el control del incremento de precios —que en 1987 alcanzó un nivel sin precedentes de 160%— demandaba un acuerdo entre los agentes económicos. En consecuencia, el gobierno recurrió a un plan heterodoxo de estabilización, que coordinaba a actores económicos gubernamentales y no gubernamentales: el Pacto de Solidaridad Económica (PSE). Al proponer este acuerdo, el gobierno reconocía implícitamente que la autonomía del Estado no era sostenible en condiciones de bancarrota financiera y que tampoco tenía el poder de imponer decisiones unilaterales.


    El objetivo fundamental del PSE era propiciar consensos entre los agentes económicos, en relación con precios y salarios, con el objetivo último de controlar la inflación, aunque en las reuniones los participantes no se limitaron a revisar el comportamiento de precios y salarios, sino que ampliaron las discusiones a temas relativos a las reformas estructurales. El éxito de esta fórmula de acuerdo fue inmediato: en menos de seis meses la inflación se redujo 80%. En 1992 se dio por terminado, pero el patrón de interacción quedó bien establecido.


    La nueva fórmula de cooperación descansaba en el reconocimiento de que ni el Estado ni ninguno de los actores económicos podría imponer sus decisiones a los demás ni hacer efectivo el Pacto sin el apoyo de los demás. El PSE fue un acuerdo de debilidades, una base de ajuste y mutuas concesiones entre intereses en conflicto. Una fórmula por completo ajena a la tradición jacobina del pasado. Resolvía cuestiones puntuales, pero no sustituía la función estatal de producir consensos de largo plazo. Tampoco fortalecía al Estado, porque las reformas estructurales estaban diseñadas para favorecer a los empresarios, de suerte que los equilibrios que gradualmente se formaron los beneficiaron en detrimento del Estado. Así, en la primera década del siglo XXI se multiplicaron los ejemplos de intereses privados que se han impuesto con éxito a las propuestas y decisiones estatales.


    Los principios y la mecánica del PSE ofrecieron un modelo poliárquico de gobernanza entre las élites, que se reprodujo, por ejemplo, en las negociaciones entre el presidente Salinas y los productores agrícolas, con los líderes panistas y con la jerarquía católica, para introducir reformas constitucionales en materias de interés particular para cada uno de estos actores, que además tenían un elevado contenido simbólico. Así, el artículo 27, referido a la estructura de la propiedad rural, la reforma electoral de 1990, que fue elaborada con base en un documento de discusión del PAN, o el artículo 130, que se modificó a fin de otorgar reconocimiento jurídico a las iglesias. Estos cambios fueron posibles gracias al apoyo de la oposición panista en el Congreso, que le proporcionó al gobierno los votos que necesitaba, pues cualquier reforma constitucional exige una mayoría de dos tercios y en las disputadas elecciones de 1988 el PRI trabajosamente había mantenido la mayoría de un poco más de 50 por ciento.[27]


    La liberalización comercial también fue tema de consulta y negociación, pero con un grupo selecto de empresarios (Torres, 2009). El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) fue motivo de intenso cabildeo, negociaciones, debates, consultas entre expertos, empresas de exportación, sindicatos, empresarios, académicos, periodistas y líderes de opinión (Garciadiego, 1994). Este tema parecía ser el más delicado, dada la desconfianza histórica de los mexicanos hacia Estados Unidos y a tratos demasiado cercanos con el poderoso vecino. Sin embargo, la oposición fue mucho menor de lo que se esperaba, ya fuera porque la estrategia de debate y negociación del gobierno fue efectiva o porque la opinión pública era más receptiva a una política de acercamiento con Estados Unidos al verla como inevitable o como una solución desesperada. Tanto así que Cuauhtémoc Cárdenas, líder del recién fundado Partido de la Revolución Democrática, pasó de la denuncia del acuerdo a la protesta por lo que consideraba sus insuficiencias (Loaeza, 1994).


    En paralelo a la reconstrucción de las redes interelitistas, en el campo del sistema de partidos fue cobrando forma un pluripartidismo construido en torno a tres grandes organizaciones que desde 1994 concentran 90% del voto: PRI, PAN y PRD. Para autores como Arnaldo Córdova (2006) este fenómeno transformó al Estado. Su punto de partida fue la reforma electoral de 1977, la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LFOPPE) de 1977, que impulsó un “proceso de renovación profunda”, pues gracias a esa ley nuevas corrientes ingresaron al poder legislativo en 1979, y este cambio “permitió experimentar algo que nunca había habido en México: el debate abierto de los grandes problemas nacionales y la confrontación de ideas de las diferentes fuerzas políticas” (Córdova, 2006: 24).


    No obstante la importancia de esta reforma y de la incipiente pluralización de la vida política, el factor que desencadenó la diversificación de las fuerzas políticas fue el desplome de la hegemonía del PRI, que —dada relación de dependencia que sostenía con el Estado— comenzó al mismo tiempo que sobrevino la crisis del Estado jacobino. En 1987 el partido sufrió la escisión de la corriente encabezada por Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo. Esta ruptura dio prueba de que el PRI había perdido la capacidad de cooptación y los recursos para forzar voluntades de acuerdo. La crisis del PRI profundizó la dispersión de los recursos políticos, por los que tuvo que competir con partidos rivales. En los años noventa estas organizaciones se afianzaron como los principales protagonistas del sistema político, asumieron plenamente las funciones de organización y control de la representación y de la participación, al mismo tiempo que disputaban al gobierno espacios de decisión.


    Pese al talante democratizador de este proceso, la injerencia de los partidos en las áreas de competencia del Poder Ejecutivo tiende a fraccionar los procesos de decisión, pues esta intervención está dictada por intereses particulares que entorpecen la lógica interna de esos procesos.[28] En consecuencia, el poder de los partidos se extiende más allá del ámbito legislativo, el cual también se ve con frecuencia relegado por acuerdos cupulares en el ámbito de las relaciones informales entre las élites, que se inscriben en las redes del poder despótico del Estado, en los que participan los liderazgos partidistas.


    Si bien la creciente capacidad de influencia de los partidos desestabilizó al Estado, el efecto de la derrota del PRI fue mayor por muchas razones: primero, le arrebató uno de sus principales instrumentos de interacción con la sociedad; en segundo lugar, aceleró la descentralización, pero no como un proceso ordenado, sino como un movimiento derivado de la relación de fuerzas coyunturales: “Con el pluralismo y finalmente con la derrota presidencial del PRI, que se ha acompañado de una notable fragmentación en el Congreso de la Unión, el Ejecutivo perdió la facultad política que le permitía corregir abusos y restablecer la estabilidad en los estados. Bajo el nuevo esquema político el Ejecutivo es un actor más en las negociaciones y cuenta con pocos recursos para vencer una oposición colectiva de los gobernadores” (Hernández Rodríguez, 2008: 297).


    A lo anterior habría que agregar la debilidad del Poder Ejecutivo, consecuencia de resultados electorales que desde 1997 le han negado la mayoría absoluta al partido del Presidente.[29] Los gobiernos divididos han generado desequilibrios en el seno del Estado. Por una parte, la Presidencia de la República, sin el apoyo de un partido mayoritario, ha perdido peso relativo frente a los partidos y al Poder Legislativo e incluso en relación con el aparato administrativo del Estado, los gobiernos estatales, el Congreso y el Poder Judicial. Por otra parte, los partidos de la era democratizada no han logrado llenar los vacíos que produjo el fin de la hegemonía del PRI.


    Los desequilibrios en el seno del Estado también se han visto alterados por reformas institucionales; por ejemplo, en 1994 se atribuyó a la Suprema Corte de Justicia el control de la constitucionalidad, es decir, la responsabilidad de velar por el respeto de las normas y los principios contenidos en la Constitución. Esta modificación hizo de la Suprema Corte de Justicia el “árbitro de la mayor parte de los conflictos políticos del país” (Caballero, 2003: 165),[30] función que en el pasado cumplía el Presidente de la República.


    El IFE ha generado nuevos vínculos entre la sociedad y el Estado y ha asumido algunas de las funciones de integración política y de identificación con el Estado que desempeñaban antes la Presidencia de la República, la ideología institucionalizada del autoritarismo o el partido hegemónico. La credencial de elector simboliza este vínculo y ha alcanzado a toda la población mayor de 18 años (con una tasa de credencialización superior a 90%), pues se ha convertido en el documento oficial de identidad. Sin embargo, los efectos benignos de su acción se ven día a día contrarrestados por el efecto diferenciador de las identidades partidistas y de la competencia por el poder.


    El potencial del IFE como pilar alternativo de las relaciones Estado-sociedad se fortaleció después de la reforma electoral de 1996, en virtud de la cual el gobierno perdió toda competencia en materia de organización electoral. Sin embargo, también tenía un flanco vulnerable en la medida en que, si bien el IFE adquirió autonomía, los nuevos responsables de las funciones electorales fueron propuestos por los partidos políticos de entre quienes “gozaran de su confianza” (Woldenberg, 2006: 63) y elegidos por la Cámara de Diputados.


    LA APERTURA AL EXTERIOR


    La crisis del Estado jacobino ocurrió en el contexto de cambios profundos en el sistema internacional que incidieron sobre el alcance y el sentido de la reconstrucción del poder estatal. Estas transformaciones derivaban, en primer lugar, de la aceleración de un proceso de globalización que desde los años setenta acentuaba el carácter relativo de la soberanía nacional, pues transfería a organismos o empresas internacionales decisiones que en el pasado eran responsabilidad exclusiva del Estado-nación; por ejemplo, la formulación de reglas relativas a movimientos migratorios, al comercio exterior o a la regulación financiera. En este nuevo contexto las fronteras nacionales perdieron precisión y la distinción entre la política interna y la política exterior tendió a desdibujarse.[31]


    La globalización fue un desafío a la autoridad tradicional del Estado por diferentes razones: primero, porque era la manifestación de la expansión extraterritorial de intereses, grupos y empresas que podían desplazarse de una ciudad a otra, de un país a otro, según su conveniencia, y así escapar a la autoridad estatal. Este cuestionamiento del espacio territorial como marco de referencia de organizaciones privadas y públicas produjo lo que Ralf Dahrendorf llamó la desterritorialización de decisiones que, sin embargo, podían tener un gran efecto en contextos locales y nacionales. En segundo lugar, la globalización impulsó la ampliación de la agenda internacional hacia terrenos en los que hasta entonces privaba el principio de no intervención, pues en adición a los temas comerciales o financieros se incorporaron asuntos como la promoción de la democracia y del bienestar social, el monitoreo de los derechos humanos y la protección del medio ambiente.[32] En tercer lugar, la globalización trajo consigo un novedoso fenómeno: la irrupción en el escenario internacional —y en la política nacional de numerosos países, sobre todo entre los débiles— de organizaciones no gubernamentales y de redes sociales comprometidas con la promoción de causas políticas. En algunos casos, su efecto sobre grupos, instituciones y procesos locales era comparable al de los Estados nacionales. El resultado de esta evolución fue la pluralización de los actores internacionales, la multidireccionalidad de las relaciones con el exterior que dejaron de ser monopolio estatal y estados menos centralizados y también más débiles (González y González, 2001: 626), pues competían con otras organizaciones en la búsqueda de soluciones a problemas locales.


    Las consecuencias de la globalización para la soberanía mexicana se combinaron con los efectos de la caída de la Unión Soviética y del ascenso de Estados Unidos a la condición de única superpotencia. Estos acontecimientos sacudieron el orden internacional y, en el caso particular de México, determinaron un cambio histórico en la orientación del desarrollo del país, pues el fin de la Guerra Fría le impuso la alineación con Estados Unidos que durante décadas había evadido.[33]


    Al igual que muchos otros países, México no pudo resistir las presiones de la globalización y, en los años noventa, el gobierno del presidente Carlos Salinas comenzó la construcción de un modelo de economía abierta al exterior cuyos ejes eran la inversión extranjera directa y los mercados internacionales. La participación de agentes externos en la economía mexicana fue mucho más allá de la liberalización comercial, porque se extendió a la reconstrucción estatal. Por ejemplo, en los años ochenta y noventa los programas de rescate financiero del FMI y del Banco Mundial estuvieron detrás del diseño de los primeros pasos hacia la reforma del Estado, pues incluían condiciones de cambio estructural relativas a la descentralización, a la autonomía regional, a la privatización de empresas y servicios públicos y a la desregulación del sector financiero.


    La reorientación del modelo económico tuvo un poderoso impacto desestabilizador sobre las redes de acción entre las élites y un Estado que no había logrado recuperarse de la crisis de 1982, primero, porque indujo la incorporación al proceso de toma de decisiones de gobierno de actores internacionales o transnacionales; en segundo lugar, porque la apertura al exterior produjo desequilibrios en el seno del aparato administrativo del Estado que le restaron eficiencia, por ejemplo, impuso una redistribución de competencias que arrebató a la Secretaría de Relaciones Exteriores la primacía en la conducción de la política exterior, en beneficio de las secretarías de Comercio y de Hacienda y Crédito Público; asimismo, porque la apertura se materializó en la creación más o menos desordenada de instituciones y procesos cuyas interconexiones eran tenues[34] y, por último, porque la liberalización de la economía generó agudas tensiones entre la política gubernamental y el nacionalismo.


    Al abrazar la globalización, el gobierno del presidente Salinas y sus sucesores contribuyeron al socavamiento del nacionalismo y, al hacerlo, también redujeron las bases de cohesión social que habían apoyado la estabilidad de una sociedad desigual. De suerte que el nuevo modelo económico debilitó los vínculos entre el Estado y la sociedad, también destruyó lazos tradicionales y agudizó la percepción de las diferencias sociales.[35]


    La renuncia al nacionalismo por parte de las élites estatales no significó la desaparición de esta ideología de las relaciones en el seno de la sociedad, sino que transformó su significado provocando tensiones en los vínculos Estado-sociedad, en virtud de que el nacionalismo ha dejado de ser un factor de reconciliación social y está en el origen de una fractura política que ha dado forma a dos amplias corrientes de opinión que podrían ser denominadas “nacionalistas” y “liberales”. Los primeros buscarían restablecer una presencia estatal vinculada con la defensa de intereses propiamente mexicanos, por ejemplo, en la economía —eso significaría regulación y un cierto grado de proteccionismo—, mientras que los segundos defienden la continuidad de las reformas aperturistas.


    La política exterior ha sido la caja de resonancia de estos desacuerdos. Históricamente, esta área del gobierno federal había sido instrumento de defensa y símbolo de la soberanía nacional, piedra angular del nacionalismo y fuente de consenso interno. Todo esto se vino abajo cuando se puso en pie la principal estrategia de México frente a la globalización: la cooperación con Estados Unidos. El emblema de esta política fue la firma de un acuerdo de liberalización comercial, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), en vigor desde enero de 1994. A pesar de que su alcance era limitado, la crisis económica de los años ochenta y la hecatombe financiera de 1994 habían profundizado las asimetrías entre los dos países, de manera que muy pronto la cooperación devino en subordinación del más débil al más fuerte. Peor todavía, los ataques terroristas a la ciudad de Nueva York, el 11 de septiembre de 2001, y el crecimiento del crimen organizado en esa década intensificaron las relaciones bilaterales en el área de seguridad y dejaron al descubierto la pobreza y la vulnerabilidad de las organizaciones de la fuerza física en que podía apoyarse el Estado mexicano. La cooperación bilateral en este terreno produjo un serio dilema en los gobiernos de ambos países: para enfrentar las amenazas a la seguridad era preciso fortalecer al Estado mexicano, la ampliación del ámbito de decisión soberana sería el resultado de ese fortalecimiento; pero ese objetivo era inalcanzable en la medida en que dependía de recursos del exterior —es decir, del apoyo material y humano de agencias estadounidenses— y ningún Estado puede llamarse soberano cuando su seguridad o la del territorio que gobierna depende de un tercero. Es decir, el incremento de la cooperación con Estados Unidos en este terreno, en lugar de fortalecer el Estado mexicano, lo ha debilitado.


    El proceso de integración a Estados Unidos no fue sólo el resultado espontáneo de condiciones adversas, sino también el efecto buscado de una política general cuyo objetivo era asegurar la continuidad de las reformas internas, atándolas a compromisos en el exterior. Así, uno de los propósitos implícitos del TLCAN era, según un alto funcionario del gobierno de Carlos Salinas, “generar claridad y permanencia en las políticas económicas”.[36] Este propósito se amplió a la política después de 2000, cuando a diferencia de los últimos gobiernos del PRI (1988-2000) que intentaron concentrar la integración en la economía y aislar la política de este proceso, el primer gobierno panista (2000-2006) se propuso extender los efectos de esta relación con el exterior al sistema político, convencido de que los compromisos internacionales eran la única vía posible de afianzamiento de la democracia.


    El presidente Vicente Fox y su secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda, hicieron explícito este objetivo, por ejemplo, en materia de derechos humanos: “la estrategia intentaba anclar internamente las obligaciones internacionales de México a tal grado que se hiciera improbable una reversión. A esta táctica se le conoce como anclaje y consiste, literalmente, en ‘atar las manos’ del país, adquiriendo compromisos internacionales difíciles de evadir por los costos en cuanto a reputación y prestigio que implica la violación de los acuerdos firmados” (Sotomayor, 2008: 246).[37]


    Desde la perspectiva de los últimos gobiernos del PRI, la participación de actores extranjeros en la democratización no era sino una consecuencia del cambio económico, que acaso trataron de frenar. Así por ejemplo, los gobiernos de De la Madrid y de Salinas se resistieron a la presencia de observadores extranjeros en procesos electorales o rechazaron enfáticamente el recurso de los actores políticos nacionales a apoyos en el exterior. No obstante sus esfuerzos, la democratización en México, al igual que en todos los países donde el autoritarismo llegó a su fin en esos años, fue un proceso abierto a las influencias del exterior. En la amplia ola de cambio político de finales del siglo XX, la participación de actores internacionales en los procesos nacionales era considerada una acción positiva que no podía ser rechazada por los gobiernos locales, pues, de hacerlo, habrían dado prueba de autoritarismo.


    Así, por ejemplo, en los años ochenta el PAN recurrió al apoyo de medios y partidos políticos extranjeros, como el Republicano, de Estados Unidos, para denunciar el fraude electoral y presionar al gobierno federal para que reconociera los triunfos que —sostenía— le habían sido arrebatados por la autoridad electoral a favor del PRI. En 1986, a raíz de una disputada elección a la gubernatura del estado de Chihuahua, Acción Nacional movilizó el apoyo de organismos internacionales, como la Organización de Estados Americanos (OEA), la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) e incluso al embajador de Estados Unidos, John Gavin, para exigir al gobierno de De la Madrid el reconocimiento de su pretendida victoria. El gobierno rechazó los “llamados a la injerencia del exterior en asuntos internos”, con el apoyo de amplios sectores de opinión cuya reacción nacionalista restó eficacia a la estrategia del PAN, la cual fue incluso contraproducente para un partido que el PRI identificaba con intereses extranjeros.


    El gobierno de Carlos Salinas era más vulnerable que su antecesor a presiones externas en materia de cambio político, pues el éxito de su proyecto de reconstrucción económica dependía de la apertura a los mercados internacionales y a los flujos de inversión extranjera. Éstos, a su vez, estaban condicionados por la credibilidad internacional del gobierno, del que el exterior esperaba un serio compromiso con la reforma económica y política. El gobierno salinista tenía que demostrar que el Estado mexicano era un “socio confiable”. El peso de este condicionamiento fue palpable en 1994, cuando la prensa internacional dio a conocer el levantamiento del EZLN y puso al descubierto la injusticia y las condiciones de pobreza y el atraso en que vivían las comunidades indígenas. La intención del líder zapatista, el subcomandante Marcos, de llamar la atención en primer lugar de los medios internacionales es un indicador de la capacidad de influencia que habían adquirido actores externos sobre las acciones estatales. La celeridad con la que el gobierno renunció a una solución militar y propuso a los sublevados deponer las armas y entablar un diálogo y un proceso de negociación —a menos de dos semanas de que el EZLN declarara la guerra al Estado mexicano— también fue prueba de las restricciones que el exterior le imponía al gobierno.


    A partir de febrero de 1994, el cambio de régimen político, que siempre había sido por definición un proceso nacional, se abrió a la participación abierta de una amplia constelación de actores que incluía gobiernos extranjeros, agencias internacionales y organizaciones no gubernamentales.[38] Este desarrollo fue propiciado por el tránsito de una política exterior orientada y centrada en lo político —como la que sostuvo el régimen autoritario— a una política exterior pragmática centrada en lo económico (González y González, 2001: 620). Aquel año por primera vez el gobierno aceptó la presencia de observadores extranjeros en elecciones presidenciales. El documento que mejor ilustra la nueva actitud del gobierno mexicano frente a las exigencias de cambio político del exterior es el tratado de libre comercio con la Unión Europea (UE), el Acuerdo de Asociación Económica, Coordinación Política y Cooperación, conocido como el “Acuerdo Global”, que el gobierno de Salinas empezó a negociar en 1993 y que entró en vigor en 2000 (Ruano, 2008).


    A diferencia del TLCAN, las condicionantes políticas de este acuerdo son explícitas. De ahí las dificultades de la negociación, pues la propuesta de la UE incluía una “cláusula democrática” que se topaba con la renuencia de los funcionarios mexicanos, en particular de los miembros de la Secretaría de Relaciones Exteriores, formados en la tradición soberanista de la política exterior.[39] Los europeos esperaban allanar estos obstáculos con la llegada de un presidente panista al poder en 2000; sin embargo, al cabo de unos meses tuvieron que admitir que el respeto a los derechos humanos, que era el tema en el cual se concentraba la cláusula democrática, presentaba complejidades que escapaban a la simple voluntad del presidente Fox, derivadas de las contradicciones de una opinión pública dividida en relación con la intervención de actores extranjeros en asuntos de política interna.[40] Aun así, el Acuerdo Global se materializó en reformas legislativas que adecuaban los ordenamientos existentes y el sistema judicial a los compromisos que había adquirido el Estado mexicano en tratados y negociaciones internacionales, por lo que temas como los feminicidios en Ciudad Juárez o las acciones policiacas contra movilizaciones de protesta en Guadalajara en 2004 y en Oaxaca en 2005 quedaron inscritos en la agenda de las relaciones entre México y la UE (Ruano, 2008: 304). En este sentido el Acuerdo Global respondía a la propuesta de Fox y Castañeda de “anclar” el cambio interno en compromisos internacionales.


    El ejemplo del Acuerdo con la UE muestra que la apertura al exterior debilitó al Estado por varias razones: primero, fijó desde afuera límites a su autonomía y ya no sólo a su soberanía, pues incorporó en el proceso de toma de decisiones en materia de política interna a actores externos. En segundo lugar, como se mencionó, la apertura desestabilizó la administración pública, porque llevó a la creación de diferentes oficinas que, en distintas secretarías de Estado, tenían a su cargo aspectos diversos de las relaciones con el exterior.[41] Este desarrollo fue relativamente anárquico, sobre todo después de 2000, y propició políticas fragmentadas y hasta contradictorias; por ejemplo, conflictos entre la Secretaría de Gobernación, que tenía a su cargo asuntos migratorios, y la Secretaría de Relaciones Exteriores, que buscaba un acuerdo migratorio con Estados Unidos (Schiavon y Ortiz Mena, 2001).[42] Por último, las discrepancias en el seno de la administración[43] reflejaban y reforzaban el efecto divisivo de la apertura al exterior en la opinión pública.


    Los cambios en el sistema político que propició la democratización agudizaron estos problemas, sobre todo a raíz de la pérdida de poder relativo del Ejecutivo frente al Legislativo, en particular al Senado, que recuperó el papel activo que le atribuye la Constitución en el diseño de la política exterior y en la supervisión de las acciones gubernamentales en este terreno. Los desequilibrios administrativos, la fragmentación del proceso de decisiones, la “segmentación” de la política exterior (González y González, 2001: 639-640) y los conflictos interburocráticos se multiplicaron después de 2000, porque para Vicente Fox el presidente de la República era más un “coordinador” que el jefe del Poder Ejecutivo. Esta creencia se tradujo en un vacío de poder en el seno del gobierno, que abrió la puerta a rivalidades y desacuerdos entre los miembros del gabinete.


    La apertura al exterior destruyó el potencial generador de consenso que poseía la política exterior. La relación con Estados Unidos registró este efecto con meridiana claridad. Como se dijo antes, los gobiernos de Salinas y de Zedillo adoptaron una política exterior pragmática cuyo objetivo fundamental era la reconstrucción de la economía mediante la movilización de recursos externos. El contexto geográfico e histórico en el que pusieron en marcha esta estrategia condujo al alineamiento con Estados Unidos. El resultado de esta estrategia de “cooperación” fue el incremento de la influencia del poderoso vecino sobre temas locales[44] y el consecuente desplazamiento del nacionalismo como base de apoyo del Estado.


    La alineación con Estados Unidos no estaba libre de dilemas y contradicciones, así como de costos para el Estado. Si una política defensiva frente a Estados Unidos había sido uno de los ejes del nacionalismo, este acercamiento necesariamente habría de incidir sobre él: lo descartaría o bien propiciaría una renovación. No ocurrió ni lo uno ni lo otro, pero en todo caso, el nacionalismo perdió fuerza como factor de aglutinación de la sociedad y como vínculo entre esta última y un Estado que ya no parecía comprometido con la defensa nacionalista, sino más bien con la promoción de la presencia de intereses extranjeros en la economía local. De ahí que en los años noventa la defensa nacionalista pasara a ser uno de los temas de las oposiciones al PRI y, por ende, expresión de una fractura en el seno de la sociedad.


    El potencial divisivo de la política exterior se acentuó en los años 2000-2006, porque el gobierno panista concentró en esa área de gobierno sus esfuerzos de consolidación democrática, mediante la estrategia del anclaje a la que nos hemos referido. Esto es, el gobierno de Vicente Fox recurrió a los medios que ofrecía el exterior para afianzar las bases democráticas del Estado. En consecuencia, el secretario Castañeda propuso una política exterior que fuera instrumento de transformación interna, basada en dos ejes: primero, una “relación estratégica” con Estados Unidos que consistía en la incorporación de nuevos temas e interlocutores —fundamentalmente políticos— a la agenda bilateral (Covarrubias, 2008: 14)[45] y, segundo, una actuación muy intensa en los foros multilaterales, sobre todo en aquéllos involucrados en la defensa de los derechos humanos y en la promoción de la democracia. En todo caso, esta política estaba exenta de preocupaciones soberanistas, de ahí su efecto divisivo. Por ejemplo, en 2003 se sometió a discusión en el Senado la ratificación del Estatuto de Roma, que puso a México bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, un organismo promotor de los derechos humanos y de castigo a abusos políticos (Sotomayor, 2008: 257). Las fracciones parlamentarias de los tres principales partidos políticos —PAN, PRI y PRD— cuestionaron la validez de un instrumento que contravenía disposiciones constitucionales que prohibían la injerencia de actores internacionales en asuntos internos. El debate fue extenso, apasionado y prolongado, no obstante la presión del presidente Fox, quien aspiraba a un proceso ágil apoyado en la unanimidad. El Estatuto finalmente fue ratificado y firmado en diciembre de 2006.


    La estrategia que fincaba las bases de la democracia mexicana en las acciones en el exterior recibió, si acaso, un apoyo tímido de parte de la opinión pública, que no estaba acostumbrada a la crítica externa y tampoco al tipo de tensiones que podía provocar una política exterior activa, como ocurrió con el gobierno cubano —por las críticas al régimen y al comandante Castro—, con República Dominicana —a la que el gobierno foxista disputó un asiento en el Consejo de Seguridad—, con Chile —a propósito de la Secretaría General de la OEA—, con Venezuela —por la expresa hostilidad de Hugo Chávez— e incluso con Estados Unidos —a raíz de la titubeante reacción del gobierno mexicano frente a los ataques terroristas del 11 de septiembre o a su negativa a apoyar la guerra contra Irak.[46]


    Los ataques terroristas a la ciudad de Nueva York precipitaron un giro en la relación entre México y Estados Unidos, pues a partir de entonces los temas de seguridad se impusieron como prioridad de la agenda bilateral. Este cambio era consistente con la reorganización de los planes estratégicos de Estados Unidos: la creación del Comando Norte y del Departamento de Seguridad Interna (Department of Homeland Security, DHS).[47] Ambas oficinas operan con base en el presupuesto de que Canadá y México forman parte del perímetro de seguridad de Estados Unidos. A partir de ahí se impulsó la formación de un entramado de cooperación a muchos niveles, que empezó a tejerse desde marzo de 2002 con la firma de un acuerdo relativo a la instalación de una “frontera inteligente”, similar al que Washington firmó con el gobierno canadiense unos meses antes (Benítez Manaut, 2008: 191),[48] como parte del Plan de Acción para la Seguridad y la Prosperidad Fronteriza.


    Desde 1996 la cooperación en esta materia estuvo guiada por la intención de crear instituciones bilaterales para resolver problemas comunes. Según Jorge I. Domínguez y Rafael Fernández de Castro (2001), el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000) optó por la estrategia de sumarse a los esfuerzos del país más fuerte, en una posición subordinada —en inglés, una bandwagoning alliance.[49] Esta estrategia implicaba la disposición a ceder capacidad de decisión soberana en materia de defensa territorial e incluso de mantenimiento del orden público (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 45). Este acuerdo era un reconocimiento de que el Estado mexicano no tenía por sí mismo la capacidad para defender sus fronteras o combatir las actividades delictuosas que se cometían en su territorio. Era una confesión de debilidad y la materialización de una condición de dependencia que imponía restricciones y orientaciones al Estado mexicano, por ejemplo, en el diseño de reformas a los aparatos de seguridad.


    Los acuerdos de 1996 sentaron un marco de cooperación de largo plazo, que fue reactivado y renovado por los gobiernos panistas y que incluía: labores conjuntas de vigilancia de la frontera, aumento del número de agentes estadunidenses que operan en México en acciones de combate al narcotráfico, creación de grupos de trabajo bilaterales en los que participa personal del Ejército y la Armada, programas de entrenamiento militar, operaciones de detección y monitoreo por parte de aviones y barcos estadounidenses en territorio mexicano y apoyo a las autoridades mexicanas mediante la entrega de material militar.[50] En estos mismos términos se firmó en 2005 la Alianza para la Seguridad y la Prosperidad en América del Norte (ASPAN).


    En vista de estos antecedentes, la Iniciativa Mérida, el paquete de asistencia en la guerra al narcotráfico en la que se comprometió el gobierno de Felipe Calderón desde sus primeros días, que entró en vigor el 30 de junio de 2008, aparece como un intento de corrección de los planes anteriores mediante la incorporación a los mecanismos de cooperación, por una parte, del principio de la responsabilidad compartida y, por la otra, de los responsables de las distintas y cada vez más numerosas agencias de gobierno involucradas en este asunto: por parte de Estados Unidos, el Departamento de Estado, el Departamento de Justicia, la Agencia Central de Inteligencia (CIA), la Oficina Federal de Investigaciones (FBI), el Pentágono y la Agencia Antinarcóticos (DEA); por parte de México participan el Congreso de la Unión, la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), la Armada, la Secretaría de Seguridad Pública (SSP), la Procuraduría General de la República (PGR) y el Centro de Investigaciones en Seguridad Nacional (Cisen).


    En este caso, la institucionalización de la cooperación promete más costos que ganancias, pues garantiza la continuidad de la relación subordinada; también ejemplifica las contradicciones y los dilemas que ha enfrentado la reconstrucción del poder estatal en México en las últimas tres décadas y que pueden resumirse en una sola pregunta: ¿Por qué, si el objetivo de las reformas y los cambios ha sido el fortalecimiento del Estado, sus resultados han sido la profundización de la debilidad estatal? A la luz de la argumentación que ha desarrollado este capítulo, la respuesta a esta pregunta está en la contradicción que subyacía a una política que pretendía transformar al Estado, al mismo tiempo que lo despojaba de los instrumentos que hubieran podido asegurar la realización y la eficacia de la transformación propuesta.


    CONSIDERACIONES FINALES


    En los últimos veinte años del siglo XX y la primera década del siguiente, el Estado mexicano experimentó una profunda transformación. Sin embargo, a 30 años de comenzados los cambios, por una parte, no se ha consolidado la capacidad institucional que caracteriza al Estado moderno como un conjunto de instituciones centrales y radiales que penetran en un territorio delimitado y, por la otra, fracturas sociales profundas han obstaculizado el desarrollo de una sociedad civil fuerte y cohesiva con capacidad para vincularse con el Estado y, así, controlarlo.


    Contrariamente a lo anunciado por las élites reformistas, los cambios no fortalecieron al Estado. Se ha reconstituido su dimensión despótica, pero en una relación desequilibrada entre las élites políticas y las élites económicas a favor de estas últimas; en cambio, no se ha podido reparar el efecto disruptivo de las crisis y reformas sobre el poder infraestructural del Estado, esto es, sobre sus relaciones con la sociedad. Aunque, como lo señala Michael Mann, ambas dimensiones del poder estatal son independientes entre sí y la reconstrucción de una no se hizo necesariamente a expensas de la otra, lo que parece indiscutible es que el ejercicio despótico del poder obstaculiza la formación de vínculos entre el Estado y la sociedad. Cuando, en respuesta a las expectativas de intereses privados nacionales y extranjeros, las élites reformadoras renunciaron al nacionalismo perdieron un poderoso referente para la reconstrucción de la presencia del Estado en la sociedad.


    La debilidad del Estado fue uno de los resultados de la transición de los últimos treinta años, pero no tiene que ser definitiva. Muchos son los ejemplos que ofrece la historia de estados que se colapsan para después recuperarse. La autonomía y la soberanía son nociones relativas y cambiantes, de manera que no hay razón para descartar la reconstrucción del poder estatal a mediano plazo. La crisis financiera mundial del verano de 2008 y la crisis de seguridad que se declaró en México a partir de la ofensiva del gobierno de Felipe Calderón (2006-2012) contra el crimen organizado y el narcotráfico pusieron nuevamente sobre la mesa la necesidad de reconciliar a la sociedad con esta presencia. Ambos tipos de problemas han obligado a reconocer que el Estado es insustituible para el cumplimiento de ciertas funciones básicas para la sociedad; por ejemplo, para el mantenimiento de la seguridad, para la regulación de los intereses privados o para la estabilización de las relaciones sociales.


    El choque financiero sacudió el paradigma neoliberal imperante que asociaba la intervención del Estado con autoritarismo e ineficacia económica, porque, ante la amenaza de una crisis generalizada, los gobiernos asumieron la responsabilidad de salvar a las instituciones financieras. En el caso específico de México, esta reconsideración se ha visto fortalecida por la creciente convicción de que el poder del Estado es una condición necesaria para resolver los urgentes problemas de seguridad pública que enfrenta el país, pero las acciones en esta dirección tendrán que estar inscritas en el ámbito de las relaciones entre el Estado y la sociedad, pues de ello depende su eficacia. Este objetivo plantea dilemas difíciles que no habrán de resolverse a corto plazo. Contrariamente a lo que propusieron los primeros gobiernos del siglo XXI, la clave del fortalecimiento del Estado no está en el exterior, sino en la reconstitución de sus vínculos con la sociedad, en la disposición de esta última de apropiarse del Estado, para a partir de ahí fortalecerse ella misma.
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    NOTAS AL PIE


    
      
        [1] Profesora-investigadora del Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de México: <maloa@colmex.mx>.

      


      
        [2] Aquí se utiliza la definición de CEPAL de “cohesión social”, descrita como la relación dinámica que se establece entre mecanismos de inclusión y de exclusión social, como los que proporciona el sistema político, y las respuestas, percepciones y disposiciones de la ciudadanía frente a la forma como operan estos mecanismos. Dichas percepciones reflejan: grado de confianza, adhesión y respaldo al sistema político, y aceptación de la estructura socioeconómica; refuerzan la acción colectiva y sientan bases de reciprocidad en el trato. La falta de cohesión social está asociada con la desaparición de lazos tradicionales y con la consecuente formación de vacíos en la interacción social, con el agravamiento de desigualdades, el surgimiento de identidades autorreferidas, una racionalización económica exagerada, el individualismo exacerbado y el debilitamiento de lo público (CEPAL, 2007: 13-17).

      


      
        [3] Por ejemplo, según el Informe 2008 de Latinobarómetro el porcentaje de mexicanos que confiaban mucho y algo en los partidos políticos era 17%, inferior al promedio en la región (21%); 79% pensaba que el país estaba gobernado por unos cuantos grupos poderosos, frente al 70% de la región, y un promedio de 3.7% consideraba que era justificable evadir impuestos. El promedio para la región era de 3.5 (Latinobarómetro, 2009).


        Sin embargo, la tasa de participación en las elecciones federales de 2009 fue superior a la esperada: más de 34 millones de sufragios, es decir, 45%, una proporción superior a la que se registró en comicios similares seis años antes, cuando fue de 42 por ciento.

      


      
        [4] Véase, también, Hernández Rodríguez (2007); Méndez (2007). Para una visión crítica de esta explicación véase Casar (2008).

      


      
        [5] Para una discusión del impacto de esta medida sobre las relaciones entre el Estado y los empresarios véase Elizondo Mayer-Serra (2001).

      


      
        [6] Al analizar el poder ideológico del Estado, Mann distingue entre tres tipos de ideología: trascendente, inmanente e institucionalizada. Esta última indica una “presencia mínima del poder ideológico. Son conservadoras y pragmáticas; apoyan ideas, valores, normas y rituales que sirven para conservar el orden social existente” (Mann, 2006: 348).

      


      
        [7] En su estudio sobre las élites mexicanas, Roderic Ai Camp (2002) subraya la importancia de los lazos informales en las relaciones entre estos grupos, que considera superior a la importancia de los vínculos de carácter organizacional o formal. No obstante, Camp sostiene que la democratización ha restado capacidad de influencia a las élites.

      


      
        [8] Para Mann los Estados-nación más efectivos son aquellos cuyas sociedades son suficientemente homogéneas e igualitarias como para auspiciar el desarrollo de un significado común de ciudadanía nacional. La desigualdad característica de las sociedades latinoamericanas es, según, Michael Mann, el origen de la crisis estructural de estos países (Mann, 2002).

      


      
        [9] Según el Consejo Nacional de Evaluación de Políticas de Desarrollo Social (Coneval), los indicadores de carencia social son: rezago educativo, acceso a los servicios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios de vivienda, acceso a los servicios básicos de vivienda y acceso a la alimentación. Todos los datos que aparecen en este párrafo provienen de Coneval (2008).

      


      
        [10] Para una conceptualización y discusión de los legados del autoritarismo en América Latina véanse Méndez et al. (1999); Hite y Cesarini (2004).

      


      
        [11] No obstante las apariencias —creadas en buena medida por los medios—, en 2009 la violencia asociada con el tráfico de drogas no atacaba a todo el país. La violencia en general se localizaba en Guerrero, Michoacán, Oaxaca y Sinaloa, “que en los primeros años noventa registraban tasas de hasta 40 homicidios por cada cien mil habitantes”. Un promedio muy superior al nacional” (Escalante, 2009). En cambio, Aguascalientes, Hidalgo, Nuevo León, Querétaro y Tlaxcala registraban tasas inferiores a las nacionales. La violencia asociada con el crimen organizado estaba muy concentrada en Chihuahua, Durango y Sinaloa; aunque en los primeros tres años del gobierno de Felipe Calderón se había extendido a otros estados, pero en Baja California Sur, Campeche y Colima era prácticamente inexistente. Véase Guerrero (2009).

      


      
        [12] “El florecimiento de nuevas instituciones democráticas no se ha traducido en el fortalecimiento de la institución armada. Por el contrario, en el contexto actual, el monopolio de la ‘violencia legítima’ se ha visto amenazado por diversos y complejos factores, entre los que destacan el narcotráfico y el crimen organizado, pero también la incompetencia del poder civil” (Serrano, 2009: 235).

      


      
        [13] Para una descripción de los efectos de las limitaciones del aparato de procuración de justicia y su impacto sobre las personas de menores recursos véase Pérez Correa (2005). Héctor Fix Fierro discute el obstáculo que representa la debilidad institucional del Estado para una reforma fiscal profunda (2007).

      


      
        [14] Fix Fierro también observa el impacto de un sistema jurídico oscuro y deficiente sobre el régimen fiscal (2007: 302-303).

      


      
        [15] A principios de 2003 surgió un serio conflicto entre una cadena y un canal de televisión cuya solución exigía la intervención del Estado, que debía hacer cumplir la ley. No obstante, el gobierno de Vicente Fox pretendió mantenerse al margen de una disputa, la cual definió como un conflicto entre privados que no ponía en juego el interés público. Véase Loaeza (2010: 257-259).

      


      
        [16] En relación con el intervencionismo estatal, Carlos Elizondo sostiene que las reformas liberales no alteraron la discrecionalidad básica del régimen constitucional de 1917, por ejemplo, en el tema de expropiaciones. “Aunque el nuevo modelo económico otorgó a los empresarios más libertad en el mercado y ha tratado de que su manera de regular la economía sea más predecible, el gobierno no estuvo dispuesto a subordinar al Presidente a una concepción liberal del Estado de derecho, conforme a la cual se vería disminuido su poder discrecional” (Elizondo Mayer-Serra, 2001: 272).

      


      
        [17] En 2006 el gasto militar representaba 0.5% del PIB, una proporción comparable al gasto militar de países más pequeños, como Guatemala, Honduras o Nicaragua, y notablemente inferior al 3.4% de Colombia, al 2.8% de Ecuador y al 2.6% de Brasil. México tenía 192 770 efectivos, menos que Brasil (342 300) y Colombia (258 791) (CIA, 2010; Poder Militar, 2010; Index Mundi, 2010).

      


      
        [18] Según Serrano (1995: 437-438), la democratización obligaba a afianzar la neutralidad política de las fuerzas armadas. Esta exigencia era mayor después de la derrota del PRI; sin embargo, como apunta Roderic Ai Camp, durante el gobierno de Fox los militares se politizaron, expresaban públicamente sus opiniones a propósito de la vida pública y un oficial, el general Rafael Macedo de la Concha, fue nombrado responsable de la Procuraduría General de la República (citado en Sotomayor, 2008: 255).

      


      
        [19] La agudización de la violencia en la frontera con Estados Unidos, específicamente en Ciudad Juárez, donde en marzo de 2010 dos empleados del consulado de Estados Unidos y sus familias sufrieron un cruel ataque por parte de bandas criminales, justificó la presencia de agentes policiacos estadounidenses en territorio mexicano, en apoyo del combate contra el crimen organizado y el narcotráfico. “El FBI envía agentes a Ciudad Juárez para ayudar en las investigaciones sobre el crimen” (Thompson y Lacey, 2010).

      


      
        [20] En general, el jacobinismo se entiende casi exclusivamente como anticlericalismo. No obstante, esta tradición política tiene otras dimensiones, que fueron en su momento tan importantes como la definición de las relaciones entre el Estado y la Iglesia. Significa, en primer lugar, centralización del poder y, luego, intervencionismo en la economía. Los orígenes del Estado autoritario mexicano pueden rastrearse hasta el siglo XIX, cuando el liberalismo triunfante se acogió a la tradición jacobina para, desde el Estado, construir la nación. En consecuencia y desde una visión instrumental del poder, se le atribuyeron también funciones de orden político y cultural que retomó la Constitución de 1917 (Rosanvallon, 1999: 99). Para una propuesta detallada de caracterización del jacobinismo mexicano véase Loaeza (2008: 25-72).

      


      
        [21] “El nuevo régimen surgido de la Revolución creó una dirección nacional, con instituciones que articularon los poderes locales para cumplir al menos con cuatro objetivos: respetar la diversidad nacional, integrar los estados en un proyecto nacional, promover el desarrollo económico al controlar las diferencias y mantener la estabilidad política” (Hernández Rodríguez, 2008: 26).

      


      
        [22] Si bien los autores del libro coordinado por Guillén rechazan la causalidad entre crisis económica y cambio político, reconocen que en 1982 las dificultades de la economía fronteriza impulsaron tendencias anticentralistas y regionalistas. Véase, también, Alvarado y González (1992).

      


      
        [23] Para más detalles sobre esta operación de rescate véanse Loaeza (2008); Kraft (1984); Silva-Herzog Flores (2005).

      


      
        [24] “El mayor logro de la banca nacionalizada fue conservar las instituciones, no obstante los cambios violentos que se presentaron en la economía. La banca no sólo se adaptó a este medio que es su enemigo natural (la administración pública), sino que supo crecer y vigorizarse” (Federico Patiño, citado en Suárez Dávila, 2005: 154).

      


      
        [25] “De acuerdo con la Fundación Interamericana, para 1988 Promoción del Desarrollo Popular tenía 500 ONG mexicanas. Para 1990 de acuerdo con el directorio del Centro Mexicano de Instituciones Filantrópicas había 608 ONG nacionales y 364 internacionales que operaban en México. En 1996, el directorio del Cemefi (Centro Mexicano para la Filantropía) dio una cifra de cerca de 2 500. La Secretaría de Gobernación tiene un directorio con 1 320 (1998). Para Sedesol existen cerca de 3 500” (Pérez Yarahuán y García Junco, 1998: 458). En 2008 se contaban en 10 620 las organizaciones de este tipo registradas por el gobierno mexicano. Véase, también, el capítulo de Somuano en este volumen.

      


      
        [26] “Más aún, una buena parte de la política social de Salinas, fue implementada a través del Programa Nacional de Solidaridad, el cual […] ayuda a la formación de organizaciones sociales” (Pérez Yarahuán y García Junco, 1998: 457).

      


      
        [27] Es de llamar la atención que la mayor parte de los análisis que hablan de ausencia de consenso en torno a las reformas liberales y que subrayan el autoritarismo tradicional como clave de explicación de su introducción en México se publicó después de 2000. No obstante, la relativa facilidad con la que las reformas fueron aceptadas en su momento por los actores políticos y económicos fue uno de los temas de los especialistas en los años ochenta y hasta principios de los noventa. Véanse, por ejemplo, Hojman (1994); Middlebrook (1989); Roxborough (1992); Armijo y Faucher (2002). Estos trabajos ahora pueden ser leídos como testimonio de la época. Los trabajos posteriores que hablan de oposiciones reprimidas y resistencias doblegadas estuvieron influidos por la “partidización” que se instaló en los años posteriores a las reformas.

      


      
        [28] “Paulatina y sistemáticamente, estos partidos se han insertado en las decisiones fundamentales ya no sólo de gobierno sino del Estado mexicano. Ha sido un cambio que ha tocado prácticamente todos los rincones del país y a todos los ámbitos de gobierno y de representación política: cabildos y ayuntamientos, congresos locales, el Congreso de la Unión, gubernaturas, el Distrito Federal y el Ejecutivo federal” (Woldenberg, 2006: 47).

      


      
        [29] Ese año de elección legislativa el PRI pasó a ser la minoría más grande en la Cámara de Diputados; en 2000 el PAN, partido del Presidente, no alcanzó a ser la primera minoría en ninguna de las dos cámaras; esta situación se repitió en las tres elecciones legislativas que siguieron, en 2003, 2006 y 2009. En esta última elección los resultados fueron catastróficos para el partido, pues obtuvo 147 curules, frente a 237 que conquistó el PRI.

      


      
        [30] También ese año se creó el Consejo de la Judicatura con el propósito de garantizar la administración, vigilancia, disciplina y profesionalismo de juzgados de distrito y tribunales de circuito.

      


      
        [31] “En la era de la globalización los ámbitos interno e internacional están vinculados de tal forma que se habla ahora de asuntos intermestic (interno-internacional), llamados así por la combinación de las voces inglesas international y domestic. Lo interno y la internacional comparten temas y problemas, por lo que se vuelve difícil determinar si son los factores internos o los internacionales los que tienen más influencia en la política exterior” (Covarrubias, 2008: 15).

      


      
        [32] “Ya es de sentido común hablar de una desnacionalización por globalización. La congruencia de los espacios sociales, económicos, políticos y culturales que estableció el Estado nacional a comienzos del siglo pasado es reemplazada por la yuxta y sobreposición de múltiples circuitos. Son evidentes las dificultades del Estado en coordinar y regular la economía ‘nacional’ (de la cual dependen, sin embargo, el empleo y los ingresos de la población) y en obtener los recursos tributarios para las inversiones sociales (sin provocar una fuga de capitales). Los acuerdos internacionales (desde los derechos humanos hasta normas medioambientales) y, sobre todo, las reglas de facto que establecen los fondos de inversión tienden a disminuir la soberanía externa e interna del Estado. Ello puede socavar su eficiencia y su legitimidad. La globalización afecta la eficiencia del Estado en promover un proceso económico libre ‘de turbulencias’ y en asegurar a cada individuo similares oportunidades de decidir su destino. Y ello mina su legitimidad. El Estado enfrenta una mayor demanda de intervención al mismo tiempo que ve restringido su campo de acción” (Lechner, 2005: 5).

      


      
        [33] Para una discusión de la reducción de opciones para México, que históricamente habían sido pocas, véanse Covarrubias (2008); Domínguez y Fernández de Castro (2001); González y González (2001); Sotomayor (2008).

      


      
        [34] “Cuando Salinas llegó al poder en diciembre de 1988, el gobierno federal carecía de un órgano efectivo para coordinar la política exterior, particularmente en el área de comercio internacional. Aun cuando la SRE poseía las facultades legales para encargarse de la coordinación de la burocracia en esta área, se vio rebasada por la diversidad de asuntos internacionales en los cuales el país se encontraba involucrado” (Schiavon y Ortiz Mena, 2001: 740).

      


      
        [35] La discusión acerca del impacto de las reformas económicas sobre la desigualdad no es concluyente. Algunos autores sostienen que las diferencias de ingreso y de nivel de vida se agravaron; otros, en cambio, enfatizan el impacto igualador de las crisis de 1982 y de 1994. “Cualitativamente ambas crisis tuvieron efectos similares (abatiendo la desigualdad en la distribución por la caída en la participación del decil más alto y los aumentos en la de los restantes, excepto el noveno en 1996), pero fueron distintas en la intensidad del empobrecimiento, pues la de 1994 redujo con mucho mayor fuerza el ingreso monetario de los hogares” (Cortés, 2003: 513).

      


      
        [36] José Córdoba (jefe de la Oficina de la Presidencia entre 1988 y 1994), citado en Schiavon y Ortiz Mena, 2001: 734.

      


      
        [37] En 2002, el entonces canciller Castañeda escribió: “No sólo aceptamos la mirada externa, sino que invitamos a las diversas instancias internacionales para que colaboren con nosotros en la difícil tarea de implantar por vez primera la plena vigencia de los derechos humanos en un país en que no han sido respetados. Sabemos que no es la única forma de revertir la cultura que aún persiste de violación de estos derechos, pero estamos convencidos de que es la mejor” (citado en Sotomayor, 2008: 247).

      


      
        [38] Como ejemplo de esta nueva presencia véase Loaeza (2007).

      


      
        [39] “De hecho, las negociaciones que dieron lugar al acuerdo de asociación y al acuerdo interino duraron de fines de 1993 al 8 de diciembre de 1997. En cambio las negociaciones estrictamente comerciales duraron tan sólo un año y medio (de julio de 1998 a noviembre de 1999). Las dificultades de la negociación estaban particularmente relacionadas con los aspectos políticos y la insistencia de algunos estados miembros en incluir referencias explícitas con respecto a la democracia y los derechos humanos como elementos esenciales del acuerdo, y excluir las referencias a la no intervención sobre las que México insistía” (Schiavon y Ortiz Mena, 2001: 747). Al final, México tuvo que ceder.

      


      
        [40] “… los diplomáticos (mexicanos) realizaron su tarea en el exterior (de compromiso con la promoción de los derechos humanos) sin contar con los suficientes acuerdos internos para institucionalizar una política de defensa de los derechos humanos. Esto hace pensar que la estrategia de ‘anclaje’ dio resultados muy pobres, ya que la política activa a este respecto bien puede ser abandonada por otra administración tan fácilmente como fue lanzada por el gobierno de Fox.” (Sotomayor, 2008: 261).

      


      
        [41] Por ejemplo, el presidente Fox transformó la Subsecretaría de Asuntos Multilaterales existente en la SRE, a la que añadió la responsabilidad de promover los derechos humanos. La reforma era un reflejo del cambio en la diplomacia mexicana, pero no armonizaba con el resto de la estructura de gobierno que se mantuvo, en esencia, igual; de ahí, por ejemplo, que provocara fricciones con el alto mando militar cuando, en 2005, la entonces subsecretaria, Patricia Olamendi, se pronunció por la participación en operaciones de mantenimiento de la paz. Véase Sotomayor, 2008: 254.

      


      
        [42] Estos autores apuntan a las diferencias en la negociación de ambos acuerdos. El primero de ellos relegó a segundo plano la discusión de los cambios políticos en México y se concentró en temas económicos. Por esa misma razón, la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial (Secofi) y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) llevaron la voz cantante en esa negociación, mientras que a la SRE sólo le tocó ajustarse a los arreglos de las otras secretarías, muchos de los cuales violaban una tradición que rehuía los compromisos internacionales que limitaban la autonomía estatal. En el segundo caso, en cambio, la SRE asumió un papel protagónico, dado que los temas políticos tenían precedencia sobre los comerciales. Véase, también, Velázquez Flores (2008).

      


      
        [43] Por ejemplo, Benítez Manaut (2008: 190) habla del antagonismo entre “globalistas y nacionalistas”.

      


      
        [44] En relación con Estados Unidos, las opciones del Estado mexicano han sido limitadas. Jorge I. Domínguez y Rafael Fernández de Castro han planteado los dilemas de una alianza y de una “estrategia de aceptación”: “El problema de alinearse con Estados Unidos era que esta estrategia [de aceptación] suponía permitir que Estados Unidos ejerciera una influencia substancial en México sobre temas de seguridad, entre otros. El problema de esta estrategia es que no permitía atacar algunos de los temas de preocupación en materia de seguridad de los mexicanos, muchos de ellos derivados precisamente de sus complejas relaciones con Estados Unidos. Por eso, el dilema de seguridad que enfrenta México residía en que debía cooperar en grado variable con la única fuente de amenaza a su seguridad internacional y, al hacerlo, está obligado a sacrificar algunos de sus objetivos de seguridad para alcanzar otros” (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 35).

      


      
        [45] Esta política se fundaba en la eliminación de las diferencias entre la política interna y la externa, como lo demuestra la inclusión en la agenda de política exterior de temas como la promoción de la democracia, la defensa de los derechos humanos, la participación en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y en operaciones de mantenimiento de la paz.

      


      
        [46] Varios autores han analizado la política exterior del gobierno de Vicente Fox desde distintas perspectivas, aunque todos concluyen que fracasó. Véanse Covarrubias (2008); Chabat (2009); Chacón (2008); Ruiz Sandoval (2008).

      


      
        [47] En octubre de 2002 se anunció la restructuración del Departamento de Defensa de Estados Unidos y la formación del Comando Norte, cuyo objetivo es la defensa de los territorios de Estados Unidos, Canadá y México, además de algunas secciones del Caribe. El DHS se creó en marzo de 2003 (Benítez Manaut, 2008: 191-192).

      


      
        [48] El gobierno de Ernesto Zedillo se vio obligado a incrementar la capacidad del Ejército para la lucha contra el narcotráfico y también a aumentar las acciones conjuntas de los dos países en el combate al narcotráfico. Este gobierno “cooperó ampliamente con el de Estados Unidos en temas de seguridad internacional, especialmente en lo relativo a tráfico de drogas y toleró que Estados Unidos llevara a cabo acciones unilaterales en México así como violaciones a la alianza bilateral” (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 36).

      


      
        [49] Según Stephen Walt, sumarse a los esfuerzos del más fuerte —bandwagoning— implica un intercambio desigual; el Estado vulnerable hace concesiones asimétricas al país dominante y acepta un papel subordinado. Es una estrategia de acomodo a la presión, manifiesta o latente. Lo más importante es que sugiere la disposición de tolerar, e incluso apoyar acciones ilegítimas de parte del país dominante (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 36).

      


      
        [50] Muchas de las operaciones de combate al narcotráfico realizadas en el marco de este primer acuerdo fracasaron porque el armamento era defectuoso o de plano inservible (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 48).
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